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En nombre de la Minoría Catalana, el senor Trías de Bes i 
Serra retira las enmiendas 417, al artículo 46, v 424, al 
artículo 64. Defiende, en cambio, las niimeros 421 v 422, 
al artículo 59, que califica de puramente técnicas. Da 
lecturp al texto que en el dictamen se atribuye al artículo 
59, cuya redaccidn. en su opinidn, deja bastante que de- 
sear técnicamente, por lo que sugiere la mejora del mismo 
de manera que queden especificados los recursos de los 
que conocerá la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, 
entre los que están, por ejemplo, los correspondientes a 
arrendamientos rústicos. 

En turno en contra de las enmiendas defendidas a los artí- 
culos 53 a 69 interviene, en nombre del Grupo Socialista, 
el señor Navarrete Merino. En relacidn con la enmienda 
número 162, del Grupo Parlamentario Vasco, al artículo 
56, pretendiendo añadir un  inciso que precise y reserve 
determinadas competencias en favor de los Tribunales 
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Superiores de Justicia, manifiesta que el precepto tal co- 
mo está redactado contiene suficientes garantías en or- 
den a que dichas competencias no se vean dificultadas o 
imposibilitadas. 
Respecto a la enmienda 163 del mismo Grupo, postulan- 
do que las demandas de responsabilidad dirigidas contra 
alguno de los Magistrados de un Tribunal Superior de 
Justicia se sustancien en la Sala Primera del mismo, se- 
ñala que se mantiene el texto del proyecto, por cuanto que 
la dignidad de estos Magistrados queda mejor reconocida 
atribuyendo tales competencias a la Sala Primera del Tri- 
bunal Suremo. Además, una división en esta materia 
contribuiría a la creacibn de un ordenamiento iurfdico 
que en el orden procesal merecería la denominacibn de 
cantonalismo. 
A1 artículo 57, relativo a las competencias de la Sala de lo 
Penal del Tribunal Supremo, se ha presentado la enmien- 
da 979, del Grupo Popular, postulando una precisibn ter- 
minok5gica, que no se considera necesario recoger por 
estimar que el precepto es ya  suficientemente preciso. 
A1 artículo 58, que relaciona las competencias de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, 
se ha presentado la enmienda número 6, del Grupo Popu- 
lar, pretendiendo hacer una distincibn expresa en rela- 
ción con los actos de administración del Presidente del 
Gobierno. distinciori que tampoco se considera necesario 
recoger, al tener en cuenta la consideracibn que la doctri- 
na le atribuye de uprimus inter paresn en relación con los 
restantes Ministros del Gobierno. Con el precepto tal co- 
mo está redactado en el dictamen no se hace, por lo de- 
más, ninguna violencia a la figura objeto de debate. 
En cuanto a la enmienda número 1 1 ,  del Grupo Mixto, 
expone que, tras rechazarse la pretendida supresibn de la 
Audiencia Nacional carece de ratón dicha enmienda. 
Asimismo la enmienda 970, del Grupo Popular, está ba- 
sada en la subsistencia de las Audiencias Territoriales, 
pero como éstas desaparecerán al culminar la aprobacibn 
del proyecto, la enmienda tampoco tiene razón de subsis- 
tir. 
Al artículo 59, sobre competencias de la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo, se presenta la enmienda 196, del 
Grupo Popular. Contesta en relacibn con la misma que el 
artículo, en su actual redacción, no cierra a futuras dis- 
posiciones de rango legal la pretensión de la enmienda, ya 
que el precepto es lo suficientemente flexible y .  por tanto, 
no debe ser modificado. 
Sobre la enmienda número 828, del señor Pérez Royo, al 
artículo 59, pidiendo la mencibn expresa del recurso de 
caiación en interés de ley, se remite a lo dicho en Comi- 
sibn en el sentido de que, al no adjetivarse el recurso de 
casacibn. permite que las leyes que desarrollen la presente 
introduzcan si lo consideran oportuno esta figura especí- 
fica del recurso de casacibn que se solicita. 
En relacibn con la enmienda presentada por el señor 
Bandrés a este mismo artículo 59, presenta un texto tran- 
saccional, al que da lectura y que considera suficiente- 
mente omnicomprensivo para resolver cualquier duda so- 
bre el tema. Con ello da también por contestada la en- 
mienda nrímero 421, de Minoría Catalana. 

Finalmente se refiere el señor Navarrete Merino a las dis- 
tintas enmiendas presentadas por los señores Pérez Royo 
y Bandrés, así como por el Grupo Vasco, solicitando la 
supresibn de una serie de artículos relativos a la Audien- 
cia Nacional, tema sobre el que se remite a las amplias 
manifestaciones hechas el día anterior por el señor Mi- 
nistro de Justicia y su compañero de Grupo, señor Ldpez 
Riaño, en contra de tal supresibn. Agrega que tampoco a 
su Grupo Parlamentario le gusta el procedimiento juddi- 
co penal y ,  en consecuencia, los brganos de este orden 
jurisdiccional, y menos aún el tipo de delitos atribuidos a 
la competencia de la Audiencia Nacional, pero la realidad 
está ahí y alguien ha de ocuparse de la sustanciación de 
los mismos, especialmente tratándose de actos que en 
muchas ocasiones pueden localizarse en diferentes zonas 
del tem'torio nacional e incluso en el extranjero. 

Replican los señores Zubía Atxaerandio y Vega y Escandbn 
y duplica el señor Navarrete Merino. 

Se admite a trdmite la enmienda transaccional presentada 
por el Grupo Socialista en relacibn con el artículo 59, 
retirándose las enmiendas afectadas por la misma. 

En  sucesivas votaciones, se rechazan las enmiendas presen- 
tadas al artículo objeto de debate por los Grupos Parla- 
mentarios Popular, Vasco (PNV) y Minoría Catalana. 

Se aprueba el artículo 56 del dictamen pQr 150 votos a 
favor, 45 en contra, i i  abstenciones y uno nulo. Los 
artículos 57 y 58 del dictamen son aprobados por 162 
votos a favor, 45 en contra y una abstencibn. Asimismo 
se aprueba el texto del dictamen de los artículos 53, 54, 
55, 60 y 61 por 207 votos a favor y uno en contra. 

Es  aprobada una enmienda transaccional del Grupo Socia- 
lista al artículo 59, con la adicibn del Grupo Popular 
modificando la numeración del mismo, por 207 votos a 
favor y uno en contra. 

Se aprueba el Capítulo 11. excepto la letra e) del artículo 65 
y el artículo 67. por 156 votos a favor, cinco en contra y 
46 abstenciones, conforme al texto del dictamen. Se 
aprueba igualmente la letra e) del artículo 65, y el artículo 
67 del dictamen, por 157 votos a favor, 46 en contra y 
cuatro abstenciones. 
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En defensa de las enmiendas de Minoría Catalana intervie- 

ne'el señor Trías de Bes i Sewa. Explica que su Grupo 
Parlamentario se opone, en términos generales, a la re- 
daccibn que se da en el dictamen de la Comisibn a los 
Tribunales Superiores de Justicia, por considerar que no 
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las Comunidades Autónomas. Agrega que en el trámite de 
Comisión el Grupo Socialista introdujo determinadas en- 
miendas que modificaron todo lo referente a la regulación 
de los citados Tribunales Superiores con un  aspecto posi- 
tivo, que es la supresidn de las Audiencias Tem'toriales, 
al pasar a integrarse en aquéllos. Sin embargo, en su 
opinidn el texto salido de Comisidn se ajusta aún menos 
a la Constitución y a los estatutos de autonomía que el 
proyecto del Gobierno, razón por la que expone que su 
Grupo se conformaría con volver a dicho texto primitivo, 
con algunos pequeños retoques y especialmente con la 
supresión de las Audiencias Territoriales va menciona- 
das. En otro caso se verían obligados a votar en contra de 
estos artículos en la forma ahora presentados. 

En nombre del Grupo Popular, el señor Huidobro Díez de- 
fiende las enmiendas presentadas a los Capítulos I I I  y IV. 
Aclara, no obstante, que las modificaciones introducidas 
en Comisión por el Grupo Socialista han dado al traste 
con muchas de las enmiendas presentadas a dicho Capí- 
tulo, dirigidas en su mayor parte a las competencias v 
organizacion de las Audiencias Territoriales, pero hoy se 
habla de unos Tribunales que nada tienen que ver con 
éstas. Agrega que la Constitución y los Estatutos de Auto- 
nomía han configurado una organización judicial que 
constituye la base de la que se tiene que partir. Como 
consecuencia de lo expuesto, señala que únicamente pro- 
cede ahora la defensa de las enmiendas números 1.201, al 
artículo 73,  y 1.203, postulando un nuevo artículo a in- 
corporar en estos capítulos. Precisa que en cualquier caso 
no pretende introducir ninguna modificación sustancial, 
porque para ello sería preciso presentar enmiendas '<ir1 
voceu cuya tramitación se haría difícil eri estos monien- 
tos. Por ello, se limita a exponer una serie de considera- 
ciones en torno a los capítulos objeto de debate, conside- 
raciones que tendrán en cuenta de cara a la formulación 
de enmiendas en trámites parlamentarios sucesivos, 
anunciando que el voto de su Grupo será contrario a los 
preceptos que se discuten en la forma en que se presen- 
tan. 
Conclu-ve dando lectura al contenido concreto de las dos 
enmiendas que mantiene a estos capítulos v manifestan- 
do que las leyes deben ser claras, sencillas y precisas, 
hecho que no sucede, por ejemplo. en el artículo 80,  que 
se limita a dejar un portillo abierto para el día de mañana 
poder deshacer fácilmente y a través de una ley ordinaria 
lo que hoy se determina. 

En nombre del Grupo M ~ X I O ,  el señor Bandrés Molet defien- 
de la enmienda número 14, convertida en voto particular, 
al artículo 7 3  del dictamen, reconociendo previamente las 
mejoras técnicas incorporadas en el debate de Comisión. 
Sin embargo, entiende que en dicho dictamen en su 
articulo 73 ha desaparecido algo que estaba en el proyec- 
to y que considera adecuado, como es el recurso de casa- 
cidn para unificacidn de doctrina. Hace algunas conside- 
raciones en relación con el tema planteado y termina 
mostrando su esperanza en que se pueda encontrar una 
fórmula que resuelva esta cuestidn, ya que reconoce que 
existe buena voluntad por parte de todos para llegar a 
una solución que dé satisfaccidn al problema planteado. 

En nombre del Grupo Vasco (PNV), el señor Zubía Atxae- 
randio expone que solamente mantiene una enmienda a 
los capítulos objeto de debate, cuyo contenido de alguna 
forma ya fue explicado al defender anteriormente otras 
enmiendas del mismo Grupo. Simplemente desea aclarar 
que, en coherencia con enmiendas anteriormente defendi- 
das, propone la adición de un nuevo apartado al artículo 
74 sobre los Tribunales Superiores de Justicia, cuya regu- 
lación considera de lo más satisfactoria del provecto, v 
termina pidiendo que se someta aquélla a votación. 

En turno en contra de las enmiendas al artículo objeto dc 
debate interviene, por el Grupo Parlamentario Socialista. 
el señor Cuesta Martínez. Ilustra a la Cámara en torno al 
contenido que los socialistas han decidido dar a los Tri- 
bunales Superiores de Justicia, señalando que con la nue- 
va configuración establecida en el dictamen se ha procu- 
rado uriiflcar toda la organización judicial eri el ámbito 
territorial de las Comunidades Autónonias, no sólo a ni- 
vel de Tribunales Superiores, sino también de otra serie 
de tribunales, consiguiendo un esquerna organizativo 
más eficaz y racional incluso que el del texto inicial, sin 
perjuicio de algunos retoques tdcnicos que habrá ocasión 
de incorporar en trámites posteriores. 
E n  contestación al  señor Trías de Bes i Serra, explica 
diversos aspectos relacionados con la nueva organizacicjri 
judicial que se propone, especialmente en  relación con los 
Tribunales Superiores de Justicia, rechazando la acusa- 
ción de que en el dictamen se vulnera lo dispuesto al 
efecto en la Constitución y en los estatutos de autononiía 
de las Coniunidades Autónomas. A este respecto se reniite 
a rnariifistaciories uritrriores del setior López Riuiio sobre 
el carácter no divisible del Poder Judicial, postura plenu- 
riiente recogida en el texto constitucional a través de s u s  
artículos 122 y 123, en relación con el 152.1.2. De acuer- 
80 con dicho texto constitucional, el Tribunal Superior de 
Justicia culminará la organización judicial en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma. sin perjuicio de la 
jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo. que es 
el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes. 
salvo lo dispuesto en materia de garantías constituciona- 
les. En consecuencia. todos los procesos tramitados en la 
Comunidad se someterán ante dicho Tribunal Superior 
de Justicia, con respecto, lógicamente a las citadas coni- 
petencias del Tribunal Supremo, interpretación constitu- 
cional que, en su opinión, concuerda naturalmente con 
lo dispuesto en los artículos 19 del Estatuto catalán y 34 
del Estatuto vasco. Con ello se sigue, por lo demás, lo 
mantenido por el Tribunal Constitucional en su sentencia 
38/82, de 22 de junio, .y los criterios de la doctrina sobre 
el particular. 
En  relacibn con algunas otras objecciones expuestas por 
otros Diputados, alude en primer término a la enmienda 
1.203, del Grupo Popular, sobre la necesidad de perfeccio- 
nar la redacción relativa a las tres Salas de los Tribunales 
Superiores de Justicia, mostrando su sensibilidad en fa- 
vor de asumir dicha petición en los trámites posteriores 
en el Senado. No se muestra, en cambio, partidario de 
aceptar la supresidn del artículo 75,  ni la modificación 
solicitada del artículo 80, por entender que el texto del 
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dictamen es suficientemente claro y procede su manteni- 
miento. En relacidn con la enmienda formulada por el 
Grupo Mixto y defendida por el señor Bandrés. en orden a 
no establecer excesivas limitaciones en las posibilidades 
de recurrir en casación en materia de derecho civil, fóral 
o espacial ante la Sala de lo Civil de los Tribunales Sctpe- 
riores de Justicia. considera que, efictivamente, procede 
recoger la sugerencia del enmendante tranquilizándole eri 
el sentido de que en posteriores trámites parlamentarios 
habrá ocasión de encontrar una fhntru~a udecrtada v su- 
flcientemente flexible sobre el particular. 

Se suspende la sesión. 
Se reanuda la sesión. 
En turno de réplica iiiten>ieneri los setiores Tríus de Bes i 

Serra v Huidobro Díez v les contesta de nuevo el setior 
Cuesta Martínez. 

En votaciones sucesivas soti rechazadas las enrnietidus pre- 
sentadas a los Capít~tlos 111 v IV por los Grupos Parla- 
ntenturios de Minoría Catalana, Popular, Mixto v Vusco 
(PNV). 

Se aprueba el texto del dictamen del articulo 74 por 212 
votos a fuvor v ocho en contru. Asimismo son aprobudos 
los artículos 72, 73, 76, 77 v 80, conforme al dictamen de 
la Comisión, por 169 votos u fuvor. 51 en contra y unu 
abs~encióri. Se aprueban igualmente los artículos 75, 78 v 
79, corifórnie al texto del dictamen, por 218 votos a f a i w  
v cinco en contra. Finalmente es aprobado el artículo 81 
del dictamen por 21 9 iwtos u fuvor y tres en contru. 
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da5 por el Grupo Popular, previa retirada de la niimero 
985. Seriala que el resto de las enrniendus se refieren u 
dos cuestiones irriportuntes, que explica a contiriuucióri. 
En primer lugar, alude a la separación tradicional en 
España entre el órgano instructor y el drgano de enjiricia- 
miento de delitos, sistema que quebró en 1968. al atribuir 
también u los juzgados el enjuiciamiento de los delitos 
llamados menos graves, con una repulsa prácticamente 
general de la abogacía en España. En este momento el 
Grupo Popular pretende la vuelta al sistema tradicional, 
porque considera que la instrucción crea un prejuicio. 
encauzando va el criterio del juzgador hasta llegar a la 
sentencia, criterio contra el que será difícil ~Ltchar. En 
apovo de su petición alude a lo dispuesto en el artículo 
238 del proyecto, que contempla la instrucción o recusa- 
ción para enjuiciamiento de una causa por purte del juez 
que ha llegado a la Audiencia y que previamente tramitó 
e instruyó el sumario, por entender, con buen criterio, 
que tenía ya prácticamente prejuzgado el asunto. Siendo 
congruentes con tal postura, entiende que procede la 
aceptacidn de la enmienda. 
El segundo tema importante que plantea la enmienda del 
Grupo Popular se refiere al recurso contra las resolucio- 
nes de los jueces. no considerando acertado que un Ma- 
gistrado de Audiencia, actuando como órgano uniperso- 

nal, pueda conocer de los mismos, por no existir la menor 
garantía de que su opinión sea necesariamente más va- 
liosa que la de los jueces de instancia. En  consecuencia, 
pide que conozca de estos recursos un  tribunal colegiado, 
que lógicamente habrá de ser la Audiencia Provincial. 
Este sistema es por otra parte el que siempre rigió, puesto 
que el hecho de que los Jueces de Primera Instancia e 
Instrucción conocieran como órgano unipersonal de las 
resoluciones de los Juzgados de Distrito tenía una justifl- 
cacidn diferente cual es la de que dichos jueces tenían 
distinta capacitación .v estudios. siendo muy superior la 
de los primeros. Sin embargo, al unificarse la carrera 
judicial y exigirse la misma formación para todos, entien- 
de que no debe prevalecer la opinión de unos sobre la de 
otros. 
En relación con las restantes enmiendas, queda defindi- 
da por su propio peso la número 1 .2IO pidiendo la supre- 
sión del artículo 91. Igual sucede con la número 1.239. 
En cuanto u la enmienda número 987, relativa al jurado 
previsto en el urtículo 92, se mantiene la misma por con- 
siderar que debe estublecerse va en este proyecto de ley el 
tipo de jurado que queremos para nuestra nación. Estima 
que los jueces legos sólo deben conocer de los hechos, 
dejando la aplicación del Derecho paru los jueces profé- 
sionales. En  crranto u1 Capítrrlo V I ,  muntiene las enmien- 
das 988, 989 v 990, que no tienen necesidad de mayor 
aplicación, pues obedecen a la coherencia con su pro- 
puesta de pedir la supresiorí de la justicia lega. defendida 
aver brillantemente por el señor Huidobro. 
A través de las enmiendas 1.212, al artículo 98, y 1.213, 
al 99, pretende que no se separen los Juzgados de Primera 
Instancia de los de Itistrucciórr y que no haya juaados 
especiales para materias concretas, como Derecho de fu- 
milia, mercantil, etcétera. Expone que no son partidarios 
de esta especia/izacióti en los órdenes civil y penal, ya que 
ello iría en contru de la fbrmución global de los jueces. 
La enmienda 1.214, al articulo 103, se mantiene asimis- 
mo por su propio fitndamento. Finalmente mantienen al 
artfculo 108 un voto particular . iri voceu que tiene por 
objeto volver al texto primitivo en relación con los jueces 
de menores. Termina retirando la enmienda 1.241, al ar- 
líCl4lO 95. 

Por la señora Villacidti Peñalosa se mantiene para votación 
la enmienda número 193. 

El señor Bandrés Molet, en nombre del Grupo Mixto, da por 
defendida la enmienda número 15 y pasa a referirse a la 
enmienda número 17, relativa al artículo 110.1, postulan- 
do que en cada municipio haya uno o más juzgados de 
paz, oponiéndose, en consecuencia, al texto del dictamen, 
que determina que solamente existirán estos juzgados en 
aquellas poblaciones donde no haya Juzgados de Primera 
Instancia e Instrucción. Considera que esta justicia me- 
nor, pero entrañable, cercana al pueblo, pacificadora y 
arbitral para asuntos de pequeña o mtnima cuantía, debe 
existir para todos los ciudadanos, no privándose, por tan- 
to, de ella a los que viven en ciudades donde existan 
Juzgados de Primera Instancia e Instruccidn. Incluso, 
yendo más allá, propone que en estas grandes ciudades 
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haya varios jueces de paz, distribuidos por bam'os, con lo 
cual se evitaría que se recargue el trabajo en los Juzgados 
de Primera Instancia, y todo ello sería más conforme con 
el principio de igualdad de todos los ciudadanos. 
E n  relación con el procedimiento de elección de estos 
jueces de paz, defiende la enmienda número 18, propo- 
niendo que tal elección se realice directamente por el pue- 
blo, respondiendo así al principio de que la justicia ema- 
na del pueblo y soslayando, de paso, cierto reproche de la 
derecha al sistema de elección de estos jueces, que pudie- 
ran considerarse mediatizados por los propios Ayunta- 
mientos. 

El señor Trías de Bes i Serra defiende las restantes enmien- 
das de Minoría Catalana a los Capítulos VI  y V I I ,  refe- 
rentes a los juzgados. Aclara que en su mavoría se trata 
de precisiones puramente técnicas, sin profundidad pol f -  
tica. La primera de ellas, la número 440, propone la in- 
clusión de u n  nuevo inciso en el número 1 del artículo 
102, sin otra finalidad que la de ampliar el campo de 
posibilidades de creación o establecimiento, según las rie- 
cesidades del servicio, de más Juzgados de lo Social. 
Por la enmienda número 441, al artículo 103, se propone 
una redaccidn distinta del precepto, volviendo a una dis- 
tribución más tradicional de los asuntos u conocer por  
aquellos Juzgados de lo Social. Al artículo 107, sobre jue- 
ces de menores, propone la adición de un  párrafi, «in 
fineu que salve las competencias de las Comunidades Au- 
tónomas. La enmienda número 444, al artículo 108, so- 
bre funciones de los jueces de menores, trata de aclarar v 
ampliar éstas, incorporando las de protección o tutela. de 
modo que no queden las funciones de estos juzgados limi- 
tadas a lo puramente represivo, como se deduce del conte- 
nido del precepto, y evitando así, además, un  vacío legal 
que existirá hasta que se produzca el desarrollo del men- 
cionado articulo 108. 

En turno en contra de las enmiendas presentadas a los 
artículos objeto de debate interviene. por el Grupo Socia- 
lista, el señor Navarrete Merino. Refiriéndose. en primer 
lugar, a la número 209, del Grupo Popular, al artículo 90, 
por la que se pide la separación de las fases de instruc- 
ción y del juicio oral, por entender que con ello se refuer- 
zan las garanttas del proceso penal, manifiesta que tal 
separación se produce y viene requerida por la técnica 
procesal; no así la atribución de cada una de dichas fases 
a drganos judiciales diferentes, hecho que no viene reco- 
nocido unánimemente en la doctrina procesal. que, antes 
al contrario, se pronuncia en favor de la atribucidn de 
ambas competencias al mismo órgano judicial. A mayor 
abundamiento. entiende que si se considera consustan- 
cial con la garantta del procedimiento penal la atribucidn 
de cada una de estas fases a drganos judiciales diferentes, 
deberían haberse presentado por el Grupo Popular en- 
miendas similares al tratar & las personas a foradas. Res- 
pecto al fundamento basado en la supuesta madurez o 
inmadurez de los magistrados cuando actúan uniperso- 
nalmente, lo juzga poco respetuoso con la consideración 
que merecen de forma individual cada una de las perso- 

nas que integran un  órgano colegiado, asi como carente 
de toda justificación doctrinal. 
Se pide, por otra parte, la supresión del crtfculo 91 en 
relación con el conocimiento de las causas por delito o 
falta cometido por los Magistrados de los Tribunales Src- 
periores de Justicia, apoyándose en criterios discutibles v 
en todo caso opinables. y que, desde luego, en opinión del 
Grupo Socialista, no son mejores que el que ha motivudo 
la redacción del proyecto. Al artículo 92 se ha presentado 
una enmienda. a título individual, por un  Diputado del 
Grupo Popular en relación con los principios jurídicos 
que inspiran la regulación del jurado, enniienda que no 
considera suficientemente madura y que debería ser obje- 
to de refkxión más soseguda p o r  purte de su uutor untes 
de pretender su incorporación u la regu~ación de una niü- 

teria tan importante como es estu instituciún del jitrudo. 
La enmienda número 988, al articulo 93, pretende la 
creación de la figura de los Juzgados de Primera Instun- 
cia e Instrucción itineruntes, que se entroncan muv poco 
con nuestro sistema judicial v con la reforma reciente de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. En consecuencia, parece 
más correcta la f6rmula uhiertu contenida en el artículo 
93 del provecto, que se mantiene. 
Al artículo 94 se presentun enmiendas solicitando la su- 
presión de los actos de jurisdicción vo/urituriu entre las 
competencias de los Juzgados de Primera Insturicia e Ins- 
trucción, en una postura q ~ t e  confiesa no comprende, va 
que tal jurisdicción voluntaria corresponde u una necesi- 
dad no inventada y sí bastante tradicional de nuestro 
ordenamiento jurídico. 
E n  cuanto a la etintiendu niimero 193. del Gricpo Vasco. 
al artículo 96, la da por contestada con las manifistacio- 
nes hechas con anterioridad por su companero de Grupo, 
señor López Riano. en relación con temas tan importun- 
tes como los de lu Audiencia Nacionul v los Juzgados 
Centrales de Instrucción. Igualmente siicede con lu eii- 

mienda número 15, del señor Bandrés, al artículo 97, v /u 
194, del propio Grupo Vasco. 
En  relación con la enmienda 1.212, del Grupo Popular. 
solicitando la supresión del artículo 98 por  corisiderarlo 
contrario a la formación empírica de los jueces, manifies- 
ta que éstos no son una especie de siervos amarrados de 
por vida a u n  determinado juzgado y ,  por tanto, no en- 
tiende que vaya en desdoro de su formación profesional 
lo dispuesto en este artículo. Igual peticidn de supresión 
se hace en relacidn con el articulo 99 y la propuesta de 
especialización de algunos juzgados en temas de Derecho 
de familia, civil o mercanril. Sobre este particular confie- 
sa que él también es contrario a la especialización, por 
negativa, para la formacidn jurídica, pero ello no le impi- 
de reconocer que una especia~ización puramente tempo- 
ral contribuye a hacer erudita a una persona respecto de 
determinados asuntos profesionales. Sorprendentemente, 
se presenta por el mismo Grupo Popular una enmienda 
uin voceu al artfculo 100, pidiendo la constitución de 
juzgados especiales en temas contencioso-adm in istra t i- 
vos, no comprendiendo cdmo en unos casos dicho Grupo 
Parlamentario se opone a la especializacidn en materia 
tan general como el Derecho civil o penal y ,  sin embargo. 
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en una especial como es a la contencioso-administrativa 
pide tal especialización. 
E n  relación con el artículo 101, sobre Juzgados de lo 
Social, se han presentado enmiendas por el Grupo Mixto 
y Minoría Catalana, tratando de la posibilidad de que 
éstos se establezcan no solamente en las capitales de pro- 
vincia, sino también en poblaciones de ámbito inferior a 
las capitales. Reconociendo la existencia de particulari- 
dades del proceso de producción, por ejemplo en las cuen- 
cas mineras o la zonas turísticas, comprende que puede 
ser necesaria la existencia de varios Juzgados de lo social, 
v en tal sentido propone una enmienda transaccional al 
apartado I de este artículo 102, con la cual cree que se da 
satisfacción a lo que de legítimo tienen las pretensiones 
de los enmendantes. 
Al artículo /O3 se han presentado las enmiendas 1.214 v 
441, por el Grupo Popular y Minoría Catalana, que por 
su similitud pueden contestarse de la misma forma. En  
definitiva. se trata de sustituir nrama social del Derecho» 
por otra terminología, como materias laborales. Seguri- 
dad Social v sindical, expresión que entiende más compli- 
cada que la empleada por el propio artículo. Respecto a la 
enmienda 443, de Minoría Catalana, al artículo 107, soli- 
citándose respeten las competencias autonómicas, mani- 
fiesta que no es necesario hacer constancia de dicho res- 
peto en cada texto legal. 
Finalmente, al artículo 108, relativo a los jueces de meno- 
res, se han presentado enmiendas que tratan de precisar 
SU contenido v que en cuanto tienen de legítimo en sus 
pretensiones, va a procurar recogerlas a través de la en- 
mienda transaccional a la que se da lectura. 

E n  turno de réplica intervienen los señores Pillado Montero 
v Trías de Bes i Serra y duplica el senor Navarrete Meri- 
no. 

Seguidamente se procede a la votación de las enmiendas 
presentadas a los Capítulos V y Vi, siendo rechazadas 
sucesivamente las formuladas por los Grupos Parlamen- 
tarios Popular, Vasco (PNV), Minaría Catalana v Mixto 
(suscrita por el señor Bandrés). 

Se someten a votacidn los artículos 88 y 89 del dictamen. 
siendo aprobados por 219 votos a favor, cuatro en contra 
y cuatro abstenciones. Asimismo se aprueban los artícu- 
los 90 y 109, de conformidad con el dictamen, por 181 
votos a favor, 43 en contra y dos abstenciones. Los artí- 
culos 91 y 92 del dictamen son aprobados por 180 votos 
a favor, 45 en contra y dos abstenciones. igualmente son 
aprobados los artículos 93, 102, 104, 105, 105 bis, 106 y 
109, del dictamen de la Comisión, por 225 votos a favor, 
dos en contra y dos abstenciones. El artículo 103 se 
aprueba por 182 votos a favor, cuatro en contra v 40 
abstenciones. Son igualmente aprobados los artículos 97 
y 100 del dictamen por 180 votos a favor, cinco en contra 
y 41 abstenciones. 

El artículo 107 del dictamen de la Comisión es aprobado 
por 217 votos a favor, seis en contra y tres abstenciones. 
Igualmente son aprobados los artículos 101 y 108, de 
conformidad con el dictamen, por 183 votos a favor, dos 
en contra y 41 abstenciones. 

A continuación se somete a votación una enmienda tran- 
saccional, del Grupo Socialista. al número I del artículo 
102, así como al número 2 de dicho artículo, siendo 
aprobada por 221 votos a favor, dos en contra y tres 
abstenciones. Se aprueba igualmente una enmienda tran- 
saccional de adición a dicho artículo 102 por 184 votos a 
favor, dos en contra y 40 abstenciones. Finalmente se 
aprueba el texto del dictamen de los artículos 94, 95, 96, 
98 y 99 por 184 votos a favor, 42 en contra y tres absten- 
ciones. 

Se levanta la sesión a la una y veinte minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve v cinco minutos de la 
mañana. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA DEL PODER JUDI- 
CIAL, DE LA COMISION DE JUSTICIA E INTERIOR 
(continuación) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se ~ i l i c ~ i o s  

Entramos en el Capítulo 1 del Título IV. Enmiendas del 

53 a 69 
(continuación ) reanuda la sesión. 

Grupo Parlamentario Popular a este Capitulo. 

El señor RUIZ GALLARDON: Señor Presidente, tenían 
que hablar las minorías. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿So- 
bre? 

El señor RUIZ GALLARDON: Se quedó ahí. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Fal- 
tan los turnos en contra entonces? 

El senor HUIDOBRO DIEZ: Falta la intervención de 
Minoría Catalana. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿ N o  
ha defendido aún sus enmiendas Minoría Catalana? 
(Pausa.) Tiene la palabra el señor Trías de Bes para la 
defensa de las enmiendas de su Grupo al Capítulo 1 del 
Título IV. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, para anunciar en este mo- 
mento la retirada de  dos enmiendas, la 417. al artículo 
56, y la que presentamos al artículo 64, referente a la 
Audiencia Nacional, es decir, la número 424. Tan sólo 
voy a defender dos enmiendas, que son la 42 1 y la 422, al 
artículo 59. 

Son dos enmiendas que considero de carácter mera- 
mente técnico, que no tienen ningún ... 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Qué 
ocurre con la enmienda 420, señor Trías, al artículo 58? 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: La enmienda 420 
no está mantenida por mi Grupo, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Cons- 
ta como mantenida. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Consiero que no se 
ha mantenido por el Grupo, señor Presidente. En todo 
:aso, lo ratifico aquí. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Trías, continúe su señoría. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: El artículo 59, refe- 
rente al Tribunal Supremo, dice: ((La Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de casa- 
ción y revisión y otros extraordinarios que se promuevan 
dentro de la rama social del Derecho, tanto en conflictos 
individuales como colectivos, así como de las reclama- 
ciones en materia de Seguridad Social o contra el Estado 
cuando le atribuya responsabilidad la legislación labo- 
ral». Este es el texto surgido del dictamen de la Comi- 
sión. Nosotros creemos que, técnicamente, es una redac- 
ción que deja mucho que desear y,  posiblemente, en los 
sucesivos trámites parlamentarios, nuestro Grupo inten- 
tará modificarla en base a la presentación de enmiendas. 
No obstante, como tenemos una enmienda presentada a 
este mismo artículo, preferiríamos que éste quedara re- 
dactado como tradicionalmente se ha dicho: la sala de lo 
Social del Tribunal Supremo conocerá: 1 .  En primera 
instancia: de tales recursos. 2 .  Del recurso de casación en 
interés de la Ley -el cual desaparece en la redacción del 
proyect-, y de los recursos de  casación y revisión. Es 
decir, una relación de  los recursos que nosotros conside- 
ramos más técnicos. 

N o  se fijen SS. SS. en la redacción literal de nuestra 
enmienda al artículo 59, puesto que contiene algunos de- 
fectos debidos a la modificación que el texto ha sufrido 
en el trámite de Comisión al suprimirse las audiencias 
territoriales y ,  por tanto, nuestra enmienda no se ajusta 
exactamente a lo que debería ser una enmienda al artícu- 
lo 59, pero la mantenemos porque creemos que se debe- 
ría volver a la redacción tradicional, especificando los 
recursos de los cuales conocerá la Sala de lo Social. N o  
nos gusta la expresión udentro de la rama social del De- 
rechoB, nos gustaría más otro tipo de expresión, ya que 
consideramos ésta no excesivamente ortodoxa dentro de 
la técnica jurídica y, por supuesto, no vamos a improvi- 
sar aquí una expresión. Y debería cubrirse algo más, por- 
que hoy día la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
también conoce de  otras cosas, por ejemplo, los recursos 
sobre arrendamientos rústicos, y aquí nos hemos olvida- 
d o  de ellos. 

Por tanto, consideramos que el artículo es técnicamen- 
te defectuoso y si no se aprueba nuestra enmienda, como 
es de  suponer, en sucesivos trámites parlamentarios 

nuestro Grupo redactará otra que se ajuste mucho más a 
la técnica jurídica que nosotros deseamos. 

Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Para turno en contra de estas enmiendas, tiene la pala- 
chas gracias, señor Trías de Bes. 

bra el señor Navarrete. 

El señor NAVARRETE MERINO: Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, por el mismo orden con que 
los artículos figuran en el proyecto, vamos a ir exami- 
nando las enmiendas de los diversos Grupos Parlamenta- 
rios a los mismos. 

Al  artículo 56, que en el texto del proyecto habla de las 
competencias de la Sala de lo Civil del Tribunal Supre- 
mo, existe la enmienda 162, del Grupo Vasco, que preten- 
de añadir un inciso al número 1 en donde, salvando las 
competencias contenidas en este número 1 del artículo 
56, se reserven las competencias a favor de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia. Teniendo en cuenta que el 
texto del proyecto hace de por sí una salvedad, que es la 
de que la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo sólo 
conocerá .De los recursos de casación, revisión y otros 
extraordinarios en materia civil ,  que establezca la Ley.., 
este precepto constituye la suficiente garantía de que las 
competencias establecidas por esta misma ley a favor de 
la Sala de lo Civil, de ninguna manera quedan dificulta- 
des o imposibilitadas por el artículo que comentamos. 

La enmienda 163, del Grupo Parlamentario Vasco, al 
número 3 del artículo que cxaminarnos, c n  donde se ha- 
bla de que la Sala de lo Civil es competente en las de- 
mandas de responsabilidad civil dirigidas contra alguno 
de los magistrados de un Tribunal Superior de Justicia o 
de cualquiera de sus salas o secciones, tiene por objeto 
que sea la Sala Primera del Tribunal Superior de Justicia 
la que conozca de este tipo de materias. Nosotros mante- 
nemos el texto del proyecto porque entendemos que la 
dignidad de los miembros del Tribunal Superior de Jus- 
ticia se ve mejor reconocida si la atribución de este tipo 
de competencias se refiere a favor a la Sala Civil del 
Tribunal Supremo. 

El hecho de que el Tribunal Superior de Justicia en 
cada una de las Comunidades Autónomas culmine la or- 
ganización judicial no significa, sin embargo, dado el ca- 
rácter de generalidad que tiene el Tribunal Supremo, 
que no pueda ser conocido este tipo de causa por la Sala 
de  lo Civil, y ,  además, pensamos que el que se establecie- 
ra una especie de división ((standard. entre la Sala de lo 
Civil del Tribunal Supremo y los Tribunales Superiores 
de Justicia contribuiría a la creación de un ordenamiento 
jurídico que en el orden procesal, merecería -yo creo 
que adecuadamente- la denominación de cantonalismo. 

El articulo 57, donde se establecen las competencias de 
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, tiene una en- 
mienda por parte del Grupo Popular, la enmienda 979, 
referente al tipo de competencias que se reservan para 
esta sala en el número 2 de  dicho artículo, y en ella se 
pretende sustituir u instrucción y enjuiciamiento» por 
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«juicio oral y público en única instancia*. Es evidente 
que un juicio oral y público en única instancia compren- 
de tanto la fase de instrucción como la de enjuiciamien- 
to; por consiguiente, entendemos que esta precisión de 
tipo terminológico no debe ser recogida, ya que la expre- 
sión del número 2 es suficientemente precisa. 

Por otro lado, la alteración del orden, al enumerar los 
distintos órganos o personas aforadas con objeto de la 
instrucción y enjuiciamiento de esta Sala de lo Penal, 
entre los cuales sc' menciona al Presidente del Consejo 
General del Poder Judicial y al Presidente del Tribunal 
Constitucional, no significa que esta enumeración tenga 
una significación protocolaria. La alteración que se pro- 
pone de enumerar, en primer lugar, al Presidente del 
Consejo General del Poder Judicial y ,  en segundo lugar, 
al Presidente del Tribunal Constitucional, órganos evi- 
dentemente ambos integrantes del Poder Judicial, enten- 
demos que no se debe realizar aquí con esa significación 
que le atribuye el Grupo proponente de la enmienda, 
sino que debe de tener s u  encaje en una ley o disposición 
reguladora del protocolo. 

También en la enmienda 979, del Grupo Popular, se 
pretende sustituir la expresión a la que ya me he referido 
antes de .instrucción y enjuiciamiento)) por «causa». Sa- 
bemos que la causa comprende tanto la fase de instruc- 
ción como la fase de enjuiciamiento, aunque algunas ve- 
ces se reserve esta segunda expresión para la fase corres- 
pondiente al juicio oral. 

En el artículo 58, el proyecto relaciona las competen- 
cias de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri- 
bunal Supremo y ,  respecto de esta Sala, y en este artícu- 
lo del proyecto, se cncuentran vivas las siguientes en- 
miendas: la enmienda número 6, del Grupo Popular, en 
donde se pretende recoger, como caso particular y aisla- 
do, la sumisión a la competencia de esta Sala de lo Con- 
tencioso-Administrativo en materia de personal y actos 
de administración al Presidente del Gobierno, en base a 
esa distinción sut i l  que realiza el Grupo Popular -pero 
no solamente el Grupo Popular, sino también en ocasio- 
nes la doctrina jurídica- sobre la doble consideración 
que merece la figura del Presidente del Gobierno, una 
como tal y la otra como Ministro. Nosotros creemos que 
efectivamente esa distinción es posible establecerla y ,  
además, desde que la Ley de Régimen Jurídico de la 
Administración del Estado reguló esta figura jurídica, la 
doctrina le viene atribuyendo al Presidente del Gobierno 
la consideración de un «primus inter pares»; aprimus 
inter paresu conocido a lo largo de nuestra historia admi- 
nistrativa con diferentes nombres: Presidente del Gobier- 
no, Presidente del Consejo de Ministros, etcétera, pero, 
en definitiva, cuando hablamos de Presidente del Gobier- 
no estamos haciendo relación a la dimensión que como 
Presidente del Consejo de Ministros tiene el Presidente 
del Gobierno, respetando naturalmente su otra dimen- 
sión característica que es la de Ministro. Bien; en la di- 
mensibn de Ministro ya está establecido dónde le corres- 
ponde su fuero, y en su dimensión de Presidente del Go- 
bierno, como Presidente del Gobierno, lo único específico 
que realiza es la Presidencia del Consejo de Ministros y ,  

como Presidente del Consejo de Ministros, sus actos ad- 
ministrativos deben ser controlados por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo. Por 
consiguiente, aquf no se hace ninguna violencia a la figu- 
ra de que nos ocupamos y, por otra parte, el hecho de 
que el Presidente del Gobierno sea el que desigme sus 
Ministros, no significa que en su condición de Ministro 
deba de tener un fuero diferente al de éstos. 

La enmienda número 1 1 ,  del Grupo Mixto, en realidad 
trae causa de la supresi6n que se intenta de la Audiencia 
Nacional, y por eso se trata en ella de que los Ministros y 
Secretarios de Estado, en su comportamiento adminis- 
trativo, sean controlados judicialmente por la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, su- 
puesta la desaparición de la Audiencia Nacional. Pero 
como entendemos que dicha Audiencia Nacional no va a 
desaparecer, el argumento pierde su razón sistemática de 
existir. 

La enmienda número 980, del Grupo Popular, está ba- 
sada en la subsistencia de las audiencias territoriales 
que, cuando se culmine la elaboración de este proyecto, 
habrán desaparecido; por consiguiente, no puede subsis- 
tir. 

La enmienda número 196, del Grupo Popular, al artí- 
culo 59, pretende llevar a la Sala de lo Social los recursos 
que hoy son contencioso-administrativos, cuando este ti- 
po de remisión judicial tiene que ver con actos adminis- 
trativos producidos dentro de órganos administrativos 
laborales; es decir -y como indicaba en la Comisión-, 
evidentemente hay una serie de actos de la Administra- 
ción que tienen forma administrativa y que tienen espíri- 
tu laboral o pueden tener espíritu relacionado con los 
distintos departamentos en donde se producen dichos ac- 
tos. 

Nosotros consideramos que tal como está redactado el 
artículo 59 permite que ulteriores disposiciones de rango 
legal establezcan que ese tipo de actos pueda ser contro- 
lado judicialmente por salas diferentes de las que han 
sido tradicionales, y yo reconozco, como ya lo hice en 
Comisión, que hay incluso materias de índole jurídico- 
laboral que han estado un poco caprichosamente atribui- 
das en unas ocasiones a la jurisdicción laboral y en otras 
ocasiones a la jurisdicción contencioso-administrativa. 
Un ejemplo característico es lo que sucede en materia de 
clasificación profesional. 

El texto no cierra nada; reconocemos la fuerza que 
pueda tener el argumento, pero precisamente creemos 
que una Ley Orgánica, que debe permitir el libre juego 
de la modificación de la legislación y que, por consi- 
guiente, debe ser tan flexible como sea posible, no cierra 
esta posibilidad y, por tanto, entendemos que el texto no 
debe ser modificado. 

La enmienda número 828, del señor Pérez Royo, pre- 
tende que se haga mención expresa en este artículo 59 al 
recurso de casación en interés de la Ley. Los recursos de 
casación en interés de la Ley tienen un sentido, y me 
remito también a lo ya dicho en Comisión, que es el de 
unificar la doctrina jurisprudencia1 en aquellos supues- 
tos en los que existen diferentes 6rganos encargados de 
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las distintas materias jurídicas. Ponía en Comisión el 
ejemplo de lo que representaba, desde el punto de vista 
jurídico, la existencia del Tribunal Central de Trabajo o 
la existencia de  la Magistratura de Trabajo y la existen- 
cia del Tribunal Supremo; ponía también el caso de  una 
serie de procedimientos que no llegaban a la casación 
normal en materia de arrendamientos urbanos. En estos 
casos, por la existencia de una pluralidad de órganos 
judiciales con competencias -algunos de los cuales no 
son el Tribunal Supremo-  que culminan las instancias, 
en esos casos tiene toda su razón de ser el recurso en 
interés de la Ley; porque por lo demás, cualquier recurso 
de  casación, incluso cualquier recurso de índole constitu- 
cional, cumple el papel, que se atribuye al recurso en 
interés de la Ley, de unificar la doctrina jurisprudencial. 

Ha desaparecido el Tribunal Central de Trabajo y la 
simple y genérica mención que se hace del recurso de 
casación permite que, en una serie de casos, se unifique 
la doctrina jurídica y permite también, porque no se 
adjetiva el recurso de casación, se habla simplemente de 
él, que, en su caso, las leyes que desarrollen la orgánica, 
si lo consideran oportuno, introduzcan esta figura especí- 
fica del recurso de casación, aunque, por ser especffica, 
está implícitamente contenida dentro de la genérica de- 
nominación del recurso de casación. 

La enmienda del señor Bandrés al artículo 59, lo mis- 
mo que la del señor Pérez Royo, pretende, quizá con la 
sospecha de que determinado tipo de asuntos no estuvie- 
ran incluidos en la denominación o en la avocación de 
competencias a favor de la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo que, por lo demás, es bastante genérica, que se 
incluyan casos particulares tradicionales dentro de lo 
que son las competencias de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo. 

Sobre este punto y para solventar este tipo de sospe- 
cha, nosotros proponemos una enmienda transaccional, 
que sería aún más genérica que la que figura en el texto 
del artículo 59, y diría lo siguiente: «La Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de casa- 
ción y revisión y otros extraordinarios que establezca la 
Ley en materia propia de este orden jurisdiccional». 

Naturalmente, esta ley a la que se remite este precepto 
- q u e  casi lo podríamos considerar en blanco- será la 
que pueda acoger lo que se pretende con las enmiendas 
que en estos momentos comento. Por otra parte, la justi- 
ficación de  esta enmienda transaccional se encuentra en 
que en el artículo 9.0, 5 ,  del proyecto, que ya hemos apro- 
bado, se desarrolla lo que constituye el ámbito del orden 
jurisdiccional social. 

La enmienda 421, de Minoría Catalana, es práctica- 
mente coincidente con una enmienda de Coalición Popu- 
lar, como ocurre tantas veces a lo largo de este proyecto, 
y consideramos que la fórmula del artículo 59, sobre to- 
do  a través de la enmienda transaccional que acabamos 
de leer, es suficientemente omnicomprensiva y permite 
un desarrollo posterior que, en general, cualquier ley or- 
gánica debe de  tener, y mucho más ésta por la extensión 
de la materia de que trata. 

Con ello entramos en un tema al que hay poco que 

añadir después de las expresiones cargadas de sentido 
político y jurídico-técnico que dieron ayer tanto el señor 
Ministro de Justicia como nuestro compañero don Carlos 
López Riaño. 

Nosotros tenemos que rechazar, por esa razón, la en- 
mienda de supresión del capítulo que pretende el señor 
Bandrés Molet, las diferentes enmiendas de  supresión del 
Capítulo y de su articulado, que pretende el señor Pérez 
Royo, y tanto la enmienda genérica como las distintas 
enmiendas particulares, con el mismo propósito de su- 
presión del articulado, que se proponen por el Grupo 
Vasco. 

Ya lo he dicho ayer. Sólo voy a añadir que, habiéndose 
hecho cuestión, sobre todo por el Grupo Vasco, de lo quc 
representan los Juzgados Centrales de Instrucción y ad- 
mitida, por lo menos como hipótesis, la posibilidad de 
que dicho Grupo admitiera la Audiencia Nacional, la ver- 
dad es que no se nos alcanza que pueda haber un razona- 
miento quc se aplique a la Audiencia Nacional y otro 
diferente que se aplique a algo que está perfectamente 
ensamblado con lo que es la Audiencia Nacional, como 
son los Juzgados Centrales de Instrucción. Se hacía hin- 
capié para justificar esta toma de posición o este punto 
de vista, cosa que nosotros no  alcanzamos a comprender, 
en lo que significan los J u g a d o s  Centrales de Instruc- 
ción como evasión respecto del Juez natural. 

k'o le diría a los señores enmendantes, con el máximo 
respeto acerca de sus posiciones, que a nosotros no nos 
gustan los procedimientos jurídico-penales, no nos gus- 
tan los órganos judiciales de este orden jurisdiccional, 
pero que aún nos gusta menos el tipo de delitos quw están 
atribuidos a la competencia de la Audiencia Nacional y 
que no se luche contra este tipo de delitos, eludiendo los 
órganos que tienen que ocuparse de la sustanciación dc 
las causas que los mismos generan. 

Y ,  por otra parte, el factor común quc se encuentra en  
las competencias, sobre todo en las competencias de ín- 
dole penal, que están reservadas al conocimiento de la 
Audiencia Nacional y ,  por tanto, de los Juzgados Centra- 
les de Instrucción, consiste en que la alarma, el dano 
jurídico ocasionado por este tipo de delitos, es un daño 
que, en muchas ocasiones, se puede localizar, en sus co- 
mienzos, en diferentes zonas del territorio nacional e, 
incluso, del territorio extranjero. Y sus efectos, las conse- 
cuencias queridas por sus autores, no son fáciles de iden- 
tificar como localizadas en una zona concreta del territo- 
rio del Estado. 

Hay delitos de los que conoce la Audiencia Nacional 
que están directamente encaminados a provocar una 
alarma, como por ejemplo, en los cuarteles o en los mer- 
cados, o simplemente son consecuencia de  procedimien- 
tos judiciales que se han iniciado por órganos jurisdiccio- 
nales extranjeros. En estos casos nos parece que referirse 
a la figura del Juez natural es una referencia harto difí- 
cil, porque el Juez natural en unos casos lo tendríamos 
que localizar en Argel y ,  en otros casos, hubiéramos teni- 
do que localizarlo en Libia, etcétera. 

Nosotros creemos, además -y con esto no hacemos 
sino repetir lo que ya  se había indicado ayer-, que la 
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Audiencia Nacional es un órgano constitucional al que en 
un determinado momento se le puso letra y música por 
los que impugnaban su existencia, pero aprobada nues- 
tra Constitución en el año 1978, a cualquier figura jurídi- 
ca la letra se la pone el Tribunal Constitucional, y una 
vez que la letra de la constitucionalidad está perfecta- 
mente cstablecida, nos parece que la repetición de la 
música suena más bien a disco rayado o a la defensa a 
ultranza de determinadas posiciones estéticas. 

Con ello concluimos nuestro examen de las diferentes 
enmiendas y nuestra oposición a las mismas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el  senor Zubía. 
cias, senor Navarretc. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Gracias, señor Presi- 
dente. Poco juego da la intervención del senor Navarrete 
para replicar, aunque brevemente debo decir que no con- 
sidero necesario hacer especial hincapii. por cuanto sc ha 
limitado. al ir en contra de las dos primeras enmiendas, 
las 162 y 163, al articulo 56, a decir simple y llanamente 
quc van a mantener el texto del dictamen de la Comi- 
sión. Indudablemente está en su derecho de hacerlo y ,  
por nuestra parte, nada voy a anadir a lo dicho ayer. 

En cualquier caso, en cuanto a la enmienda 163, que 
afectaba al apartado tercero de ese artículo 56, se alega 
por el señor Navarrctc una cuestión de dignidad para los 
magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia; y o  
creo que es un problema superior al de la dignidad. es un 
problema competencial. no de dignidades. 

Como ya dijimos ayer, y aprovecho ahora para recal- 
carlo con más thfasis, nuestra enmienda 163 pretendía la 
supresión del apartado 3:' del articulo 56 y llevaba inti- 
marnentc. unida otra posterior enmienda, concretamente 
la 186, al articulo 74, que lo que pretendía era que fueran 
los Tribunales Superiores de Justicia de la Sala de lo 
Civil quienes entendieran de estas posibles demandas de 
responsabilidad civil dc los magistrados de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia. Repito que cs un  problcma 
competencial y n o  de dignidades y vamos a mantener 
nuestra postura a la hora de la votación. 

Brevísimamente harb una alusión a la defensa quc ha 
hecho con referencia a la Audiencia Nacional. Como bien 
decía el señor Navarretc, prácticamente ayer fue dicho 
todo, pero en cualquier caso. tengo que ratificar las pos- 
turas. N o  alcanza a comprender nuestra propuesta tran- 
saccional. Lo sentimos sinceramente; nosotros sí la cn- 
tendemos. N o  es un problema de disco rayado; es un 
problema, sinceramente, de ser coherentes con una pos- 
tura mantenida. no ahora en este proyecto, sino con ante- 
rioridad, por nuestro Grupo. 

Consecuentemente, aun reconociendo el derecho que 
les asiste de no compartir nuestras tesis permítasenos el 
derecho que nos asiste de seguir manteniendo nuestra 
pretensión de suprimir la Audiencia Nacional. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tiene 
la palabra el señor Vega y Escandón. 
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El señor VEGA Y ESCANDON: Intervengo para contes- 
tar a la réplica efectuada a nuestras enmiendas lo más 
brevemente posible. Entendemos que los argumentos 
que se nos siguen dando no son en modo alguno convin- 
centes para ninguno de los supuestos que nosotros trata- 
mos de enmendar y que, creemos, mejoran tknicamente 
la ley, aparte de que, si y o  no estaba distraido q u e  no 
cree-, no se nos ha dicho nada de la enmienda 982 al 
artículo 65.1. e). 

En cuanto a la enmienda 979, se nos dice que es lo 
mismo instrucción y enjuiciamiento que juicio oral y pú- 
blico, que es lo que tratamos de modificar en esta en- 
mienda y en la 98 1 ,  referida al artículo 6 I .4. porque es la 
misma cuestión. 

Nosotros creemmos quc 1 1 0  es lo mismo. Entendemos 
que en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870, que 
va a ser sustituida por Esta -aquella Ley, que fue apro- 
bada provisionalmente, ha durado ciento y pico años, 
suerte que no creo que corrí  la presente, que no se llama 
provisional, porque suele ocurrir en Espana que lo provi- 
sional es duradero y lo duradero es provisional-, uno de 
los principales avances de esa Ley que tantos servicios ha 
prestado hasta el presente era la separación de la ins- 
trucción de los actos preparatorios del juicio que consti- 
tuyen la instrucción y del juicio oral propiamente dicho. 
Creemos que en la tccnica penal esto es esencial. Se nos 
podrá decir que en los ultimos años se ha ido hacia atrás, 
porque se ha vuelto a mezclar en una serie de delitos el 
tratamiento unificado de la instrucción y el enjuicia- 
miento, lo cual es nefasto para el tratamiento de los he- 
chos penales. Además, en nuestro sistema judicial, aun- 
que el juicio oral es tecnica, legal, jurídica y doctrinal- 
mente -y porque así lo dispone la propia Ley- lo único 
que vale para ,juzgar y ,  por tanto, las únicas pruebas que 
valen son las que se presentan en el juicio, y ni siquiera 
lo es el contenido dt-1 sumario o de las declaraciones 
sumarialcs, desgraciadamente - c o m o  sabemos- en la 
rutina y en la práctica usual hay una sobrevaloración de  
lo que es el sumario que se forma en la instrucción y ,  por 
tanto, para el juicio oral tiene. desgraciadamente. su va- 
lor. porque no estamos ante una oralidad +ue es lo que 
establece la Constitución- total y global. Por eso no es 
lo mismo decir uinstrucción y enjuiciamiento)) que mez- 
clar los dos momentos procesales de juicio oral y públi- 

Quizá se nos pueda decir que en la regulación de este 
tema - e s t e  artículo se refiere al tratamiento procesal y 
a quien debe juzgar al Presidente del Gobierno y a los 
altos cargos de la nación- hay una confusión en la ac- 
tual Ley Orgánica del Poder Judicial. Es cierto que la 
hay, y en una ley de 1012 se establece esa confusión de 
una manera evidente, porque la Sala del Tribunal Supre- 
mo es la que nombra el juez instructor. 

Respecto a los demás casos, no hay claridad en la pro- 
pia Ley. Pero es ahora, cuando estamos legislando y tra- 
tando de hacer una ley que perdure, cuando debería dis- 
tinguirse perfectamente quién es el que instruye y quién 
es el que juzga. Debe separarse terminantemente la ins- 
trucción del juicio oral y público -ste es el alcance de 

co. 
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nuestra enmienda- porque nadie podrá negar que técni- 
camente es mejor hacerlo de esta manera. 

Por tanto, habrá que establecer en el momento que sea 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial quién es el que 
instruye estas causas. No hay nada que se oponga a que 
sea un juez de instrucción de cualquier partido de Espa- 
ña, aunque las personas sean las que se mencionan aquí 
por los cargos que ostentan, pero ya hoy existe la posibi- 
lidad de que cualquier juez de instrucción de Espana 
pueda hacer las primeras diligencias, al menos en la 
mayoría de los casos, y seguirlas hasta el final, para lue- 
go pasar el sumario al Tribunal Supremo. 

Este es el alcance de nuestra enmienda. Creemos que 
no se puede sostener que es lo mismo instruccion y enjui- 
ciamiento que el juicio oral y público, que separa la ins- 
trucción del enjuiciamiento en sí. 

En cuanto a la referencia al Presidente del Gobierno, 
se mantienen los mismos argumentos. Me refiero a la 
enmienda número 6, del señor De la Vallina, al artículo 
58. Se nos cita a unos tratadistas españoles, pero quizá 
nos olvidemos que durante casi cuarenta años (ya que 
por lo menos en los últimos de la dictadura había Presi- 
dente de Gobierno), no existía tal figura separada y no 
creo que ningun tratadista se atreviera a decir que el que 
hacía de Presidente de Gobierno, que era el propio Jefe 
del Estado, fuera sometido a un proceso de cualquier 
especie ante algún tribunal espanol, fuera Supremo o no. 
De manera que quizá de ese largo momento histórico 
viene la confusión de que el Presidente del Gobierno es 
un Ministro más, lo cual no se puede sostener porque no 
es así, ya que es él el que designa -el nombramiento lo 
hace el Rey- el que escoge a las personas que van a ser 
Ministros; luego en modo alguno se le puede equiparar a 
un Ministro del Gobierno, porque, insisto, no lo es, pues- 
to que realiza actos propios independientes del Consejo 
de Ministros, y no me refiero a disolver las Cortes. Hay 
otros actos muy importantes que quizá no tengan un 
recurso contencioso-administrativo, pero tiene organis- 
mos y funcionarios que dependen directamente de él, por 
lo cual también realiza actos propios como tal Presiden- 
te, y que no lo son de un Ministro cualquiera. 

En cuanto a la enmienda 980, que se refiere al artículo 
58, sobre recurso de casación para unificación de doctri- 
na y que habla de las audiencias territoriales, lo hace 
porque también el proyecto de ley y el informe de la 
Ponencia utilizan esta expresión en todos los casos. Las 
atribuciones de estas audiencias se han traspasado a los 
Tribunales Superiores de Justicia, luego es obvio que la 
enmienda se está refiriendo ya a estos Tribunales, con lo 
que la cuestión sigue siendo exactamente la misma y no 
se ha resuelto el problema, a nuestro modo de ver, en el 
actual texto del artículo 58. 

Me referiré ahora al artículo 59, en el sentido de que la 
nueva redacción que se le da al mismo, sobre la sala de 
lo social, no recoge tampoco lo que pide la enmienda 
1.196, aunque sí reconoce que en leyes posteriores la mis- 
ma puede ser recogida y,  por tanto, aceptarse esta tesis 
en las futuras competencias que las leyes atribuyan a la 
sala de lo social del Tribunal Supremo. 

Vuelvo a insistir en el importante tema del artículo 65, 
número 1 ,  letra e), porque está clarísimo que la disposi- 
ción que ahí se incluye, respecto de la posibilidad de que 
la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo acuerde la 
designación de un Juzgado central para un delito equis 
que no esté previsto que sea competencia de dicho Juzga- 
do, entra de lleno en la tesis que ayer sostuvo el señor 
Ministro de manera brillante, y con la que estoy total- 
mente de acuerdo, sobre lo que es juez predeterminado 
por la ley, y que leída esa mañana en el «Diario de Sesio- 
nes» aparece todavía más nítida. 

Se trata aquí de designar un Juez “ex post facto., co- 
mo decía ayer el señor Ministro, para un asunto que no le 
viene atribuido por la ley. Estamos, por tanto, en un caso 
de corrupción del principio sostenido ayer por el señor 
Ministro, y que nosotros compartimos, de que tiene que 
existir un juez predeterminado por la ley, y no se puede 
estar designando jueces especiales después de cometido 
un hecho delictivo, pues entendemos que las competen- 
cias de la Audiencia Nacional son tan amplias que cual- 
quier hecho de esa índole ya está incluido en ellas cuan- 
do el mismo revista esas características tan especiales y 
tan nacionales a que se refiere la letra e )  que he citado. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 
chas gracias. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
con relación a la enmienda transaccional, yo solicitaría 
que se leyera de nuevo para poder pronunciarme. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En su 
momento, señor Trías de Bcs. Vamos a concluir el deba- 
te. 

Tiene la palabra el señor Navarrete. 

El señor NAVARRETE MERINO: Muy brevemente, se- 
ñor Presidente, para contrarreplicar. 

Con respecto a las manifestaciones hechas por el repre- 
sentante del Grupo Vasco, tenemos que decir que las en- 
miendas que hemos rechazado no lo han sido caprichosa- 
mente. Quizás haya cansado al auditorio dando razones 
de tipo técnico-jurídico para oponernos a cada una de 
ellas, y es cierto que en esta especie de catástrofe que 
representa el intentar oponerse a las enmiendas de todo 
un Capítulo, se me ha perdido una, pero ahora será con- 
testada. 

Sobre el tema de la Audiencia Nacional, yo creo que no 
hay que abundar en más argumentos. Los argumentos se 
han agotado. Pero nos parece que precisamente la en- 
mienda que habíamos omitido contestar -la del Grupo 
Parlamentario Popular al artículo 65, número 1 ,  letra 
e)- pone de manifiesto la profunda razón de existir que 
tiene la Audiencia Nacional. Porque es que, efectivamen- 
te, existen una serie de hechos que, por la alarma, por la 
incidencia, por el daño jurfdicamente hecho a la socie- 
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dad, son delitos que requieren un tratamiento, desde el 
punto de vista funcional, específico y diferente. 

Por otra parte, no se trata tampoco de algo que sea 
nuevo en nuestro ordenamiento jurídico. Anteriormente 
existió la figura de los juzgados especiales o de los ins- 
tructores especiales, para determinado tipo de delitos 
que causaban una alarma similar a la que representan 
algunas de las figuras que están comprendidas como 
competencias penales de la Audiencia Nacional. 

En cuanto a que determinados controles sobre el Ma- 
gistrado del Tribunal Superior de Justicia tengan que ser 
examinados por el propio Tribunal Superior de Justicia, 
nos Ilevaria, apurando el argumento, llevándolo a su lí- 
mite, a que todos los actos de control sobre las actuacio- 
nes profesionales revistieran caracteres determinantes de 
una responsabilidad civil, o determinantes de una res- 
ponsabilidad penal, realizada por jueces y magistrados. 
Si se admite el argumento del Grupo parlamentario Vas- 
co, se tendría que ver por el mismo órgano en cuya orga- 
nización se inserta ese juez o magistrado. Y si se quiere 
hacer una excepción a favor del Tribunal Superior de 
Justicia, yo me atrevo a calificarlo de cantonalismo pro- 
cesal. 

En cuanto a las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular, pido disculpas a S. S.  por la omisión, efectiva- 
mente, de la contestaciósna la que tenían presentada al 
artículo 65.1, letra e), donde nos parece que tenemos que 
compartir una parte del argumento, ya que es verdad 
que se han fijado para una.serie de figuras delictivas 
aquellas características que hacen que el conocimiento 
de los procesos originados por las mismas se resuelvan a 
favor de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. 
Parece que es un excesivo abundamiento que además se 
faculte a la Sala de Gobierno para que determinadas 
causas no específicamente tipificadas como determinan- 
tes de la competencia de la Sala de lo Penal, vayan a 
dicha Sala. 

Su señoría conoce, y tuve ocasión de manifestárselo en 
la Comisión, que esa práctica tiene que ver con otra que 
existe y que todo el mundo reconoce como válida técni- 
camente, que es el reparto de asuntos entre los diferentes 
juzgados. Aquí, digamos, hay un órgano muy superior al 
juzgado que hace, por ejemplo, el reparto de los asuntos, 
como es la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, 
que abarca las competencias para la instrucción y el 
enjuiciamiento de determinadas causas a favor de dicha 
Audiencia Nacional. Yo creo que a pesar de las aparien- 
cias no es algo exagerado, y explico por qué, porque 
siempre hay una dificultad para el jurista al tratar de 
apresar la multiplicidad de variantes que se producen en 
la realidad dentro de una enumeración, dentro de una 
serie de competencias tipificadas en una norma, dentro 
de una relación de competencias a favor de un órgano 
jurisdiccional, y al final nos encontremos con una situa- 
ción como la que representa, por citar un ejemplo sufi- 
cientemente conocido, el caso de aNueva Esperanza*, 
que es una estafa de una magnitud tremenda. Ese tipo de 
delitos es el que la Sala de Gobierno - q u e  no es un 
órgano caprichoso de la Audiencia Nacional- determi- 

naría que se abordaran, en casos particulares no conteni- 
dos en otras normas, por la Sala de lo Penal, lo que 
determinaría que ese caso concreto fuera instruido y 
enjuiciado por la Audiencia Nacional. 

Repito lo ya dicho sobre el tema del recurso en interés 
de la ley. 

Finalmente, me refiero a la enmienda que tenía por 
objeto sustituir la expresión  instrucción y enjuiciamien- 
to de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional» por la 
expresión ujuicio oral y público». Las razones que ha 
dado el señor Vega Escandón no sólo me han confirmado 
en mis opiniones, sino que las han aumentado para opo- 
nerme a su enmienda. 

Si lo que S. S. pretende con la expresión que propone 
es que quede bien claro algo que además ya está expresa- 
do en nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal y en otras 
leyes especiales de que nuestro procedimiento penal se 
basa en la separación de la fase instructora y de la fase 
oral -y eso es lo que diferencia, entre otras cosas, a 
nuestro procedimiento del de la Santa Inquisición-, con 
la formula que usted propone eso no queda claro. Es 
más, esa Ley que usted y yo respetamos y veneramos, la 
Ley de Enjuciamiento Criminal, tiene una expresión que 
induce a la confusión porque sólo habla de enjuiciamien- 
to, y hablar de enjuiciamiento es lo mismo que hablar de 
juicio oral. Justamente la separación entre las dos fases 
del procedimiento penal está perfectamente referido en 
la expresión que utiliza el texto del proyecto al distinguir 
instrucción y enjuiciamiento. 

Nada más. 

El senor VICEPRESIDENTE: (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Navarrete. 

En cuanto a la enmienda transaccional del Grupo Par- 
lamentario Socialista al artículo 59, dice: .La Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo conocerá de los recursos de 
casación, revisión y otros extraordinarios que establezca 
la Ley en materias propias de este orden jurisdiccional.. 

¿Algún Grupo Parlamentarios se opone a su admisión a 
trámite? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Ruiz Gallardón. 

El señor RUIZ GALLARDON: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Esta enmienda transaccional lo es en relación con la 
1.196 del Grupo Parlamentario Popular al artículo 59. 

Nosotros no tenemos ningún inconveniente en admitir 
ese texto de la enmienda transaccional como sustitutorio 
de los tres primeros puntos de nuestra enmienda 1.196, 
en cuyo caso quedaría el texto propuesto por el Grupo 
Parlamentario Socialista, siempre que se le añadiera el 
número 4 de nuestra enmienda, conforme al cual tam- 
bién podría intervenir -hay que decid- en las cues- 
tiones de competencias que se susciten entre los Juzga- 
dos de lo Social de los distintos territorios o entre las 
Salas de lo Social, suprimiendo las audiencias territoria- 
les. En la enmienda transaccional del Grupo Socialista 
únicamente se trata de los recursos, pero no hay un trar 
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tamiento específico para las cuestiones de competencia 
que conviene que explícitamente se mantengan aquí. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Para que su propuesta sea viable, el Grupo proponente 
chas gracias, señor Ruíz Gallardón. 

de la enmienda transaccional debe hacerla suya. 

El señor NAVARRETE MERINO: La hacemos nuestra, 
señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): Mu- 
chas gracias, señor Navarrete. 

En todo caso, de ser aprobado el texto del artículo 59 
con la enmienda inicial transaccional del Grupo Socialis- 
ta y su adición, quedaría numerado sucesivamente como 
apartado 1 y apartado 2.  

El señor RUIZ GALLARDON: No hay inconveniente, 
señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se re- 
tiran las enmiendas que se ven afectadas pvr este texto 
transaccional. 

Vamos a proceder a las votaciones. (El señor Huidobro 
Diez pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Huidobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Gracias, señor Presidente. 
Pido votación separada de los artículos 56,  57 ,  58, 65 

letra e) y 67. 

El señor VICEPRESIDENTE: Conforme. (El señor Zu- 

Tiene la palabra el señor Zubía. 
bta Atxaerandio pide la palabra.) 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señor Presidente, pa- 
ra pedir votación separada del artículo 56 ,  en el caso de 
que fueran en un bloque los que ha enumerado el Grupo 
Parlamentario Popular y,  al mismo tiempo, votación se- 
parada de todo el Capítulo 11, referente a la Audiencia 
Nacional. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): El ar- 
tículo 56 ya ha sido pedido por el Grupo Popular que sea 
votado separadamente. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señor Presidente, 
por eso pido la votación por separado porque quizá ellos 
la han pedido en bloque de todos los artículos que han 
citado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En- 
tonces, señor Zubia, idesea que se vote separadamente el 
artículo 56 de todo el resto? 

El senor ZUBIA ATXAERANDIO: Exactamente, señor 
Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Y el 

¿Alguna otra petición? (Pausa.) 
Vamos a votar, en primer lugar, las enmiendas del 

Grupo Parlamentario Popular a los Capítulos 1 y 11 del 
Título IV. 

Capítulo 11 en un solo bloque. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resitliado: Votos 
emitidos. 206; a favor. 52: en contra, 153; abstenciones, 
una. 

El setior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular a los Capítulos 1 y 11 del Título IV. 

Votamos, seguidamente; las enmiendas del Grupo Par- 
lamentario Vasco, PNV. 

Comienza la votación. (Pausu.) 

Efectuuda lu votación. dio el siguiente resiiltudo: Votos 
emitidos, 207; a favor, siete; L>H contra, 195; ahsteticioties, 
cirico. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan, por consiguiente, rechazadas las enmiendas del 
Grupo Parlamentario Vasco, PNV, a los Capítulos I y 11 
del Título IV. 

Pasamos a votar las enmiendas del Grupo Parlamenta- 
rio Minoría Catalana. 

Comienza la votación. (Puitsu.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente residtudo: Votos 
emitidos, 206; a favor. 47: en contru. 154: uhstenciones. 
cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Minoría Catalana a los Capítulos 1 y 11 del Título IV. 

Vamos a votar a continuación el artículo 56 ,  conforme 
al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votaci6n. dio el siguiente resultado: Votos 

emitidos, 207; a favor, 150; en contra. 45: abstenciones. 11;  
nulo, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da  aprobado, por consiguiente, el artículo 56 conforme al 
dictamen de la Comisión. 

Votamos, seguidamente, los artículos 57 y 58 conforme 
al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 208; a favor, 162; en contra, 45; abstenciones, 
una. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Oue- 
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dan aprobados los artículos 57 y 58 conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos, seguidamente, los artículos 53, 54, 55, 60  y 
61 conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 208; a favor, 207; en contra, uno, 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 53, 54, 55, 60 y 61 conforme 
al dictamen de la Comisión. 

Sometemos a votación la enmienda transaccional del 
Grupo Parlamentario Socialista, con la adicción del Gru- 
po Parlamentario Popular, cambiando las numeraciones 
de los apartados que quedan respectivamente en 1 y 2.  

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 208; a favor, 207; en contra, uno. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobada la enmienda transaccional al artículo 59, en 
los términos anteriormente expresados. 

Votamos, seguidamente, la totalidad del Capitulo 11, 
con excepción del articulo 65, apartado e), y del artículo 
67, conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 207; a favor, 156; contrarios, cinco; abstencio- 
nes, 46. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobado el Capítulo 11, conforme al dictamen de la 
Comisión, excepto el apartado e) del articulo 65, y el 
artlculo 67, que sometemos seguidamente a votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 207; a favor, 157; en contra, 46; abstenciones, 
cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados el apartado e) del artículo 65, y el artículo 
67, conforme al dictamen de la Comisión. 

Votamos, por último, los artículos 70 y 71, que carecen 
de enmiendas, conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

AII~CIJIOS 
70 a 71 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 207; a favor, 203; en contra, uno; abstenciones, 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 70 y 71, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Anuncio a SS. SS. que la Junta de Portavoces se reuni- 
rá a las once de la mañana en el salon de Ministros. 

Entramos en el Capítulo 111. Enmiendas del Grupo Par- A~~ICUIOS 
72 a 67 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. (El señor Vice- 
lamentario Minoría Catalana a dicho Capítulo. 

presidente, Verde i Aldea, ocupa la Prsidencia.) 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, entramos en el Capítulo 111 
que regula los Tribunales Superiores de Justicia de las 
Comunidades Autónomas. Voy a defender las enmiendas 
presentadas a los Capítulos 111 y IV, ya que según el 
dictamen de la Comisión se suprimen las audiencias Te- 
rritoriales, por lo que dicho Capítulo IV se integrará en 
uno solo que formará el capítulo que trata de los Tribu- 
nales Superiores de Justicia. 

Nuestro Grupo Parlamentario se opone, en términos 
generales, a la regulación que se da en el dictamen de la 
Comisión a los Tribunales Superiores de Justicia por 
considerar que no se ajusta estrictamente ni a lo que 
dispone la Constitución ni a lo que se estipula en los 
estatutos de autonomía. Durante el trámite de Comisión, 
el Grupo Socialista introdujo, enmiendas sobre la marcha 
que modificaron absolutamente todo lo que se refería a 
la regulación de los Tribunales Superiores de Justicia. 
Debo resaltar un hecho positivo, porque es justo que así 
se haga y es que las enmiendas socialistas venían a supri- 
mir las Audiencias Territoriales; una supresión nominal 
de las mismas que se integraban, así, como señalan los 
estatutos y la Constitución, en los Tribunales Superiores 
de Justicia. Pero para nuestro Grupo, señoras y señores 
Diputados, la modificación de todo el capítulo que se ha 
efectuado por las enmiendas socialistas presentadas en 
Comisión se ajusta todavía menos a lo dispuesto en la 
Constitución y en los estatutos de lo que lo hacía el 
proyecto de ley presentado por el Gobierno, a pesar de la 
supresión de las Audiencias Territoriales. 

Nosotros creemos que la supresión de las Audiencias 
Territoriales, que evidentemente apoyamos, realza la fi- 
gura de los Tribunales Superiores de Justicia desde un 
punto de vista externo, por supuesto; se integran en ella 
las Audiencias Territoriales y aparece como una fachada 
más presentable de lo que es el Tribunal Superior de 
Justicia en la regulación de este proyecto de ley. Pero 
para que no quede en el ambiente que nos oponemos al 
proyecto por oponernos a un modelo de sociedad o a un 
estado democrático y social de derecho, o que nos opone- 
mos porque vamos en contra de progresar y avanzar en 
la profundización democrática, sino para que se vea por 
qué nos oponemos a los Tribunales Superiores de Justi- 
cia tal como vienen regulados, para que no quede esta 
sensación en el ambiente quisiera hacer una breve expo- 
sición de cómo creemos que la Constitución y los estatu- 
tos de autonomía tratan estos Tribunales Superiores de 
Justicia. 

Creemos que deberían tenerse en cuenta cuando menos 
dos premisas básicas que no se contienen en el proyecto 
de ley: una, el rango y la naturaleza de dichos Tribuna- 
les, el cual debe corresponder con lo que se deriva de la 
Constitución, y, otra; que la ley orgánica debería respe- 
tar íntegramente el contenido de los estatutos de autono- 
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mía, que no pueden ser modificados por una ley poste- 
rior, sino únicamente en la forma prevista en el artículo 
147.3 de la Constitución. 

Si vamos a la Constitución para ver cómo regula los 
Tribunales Superiores de Justicia, veremos que señala 
que en relación con los estatutos aprobados por el proce- 
dimiento del artículo 151, un Tribunal Superior de Justi- 
cia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al 
Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en 
el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. 

El mismo artículo 152 de la Constitución contiene una 
norma que hay que concordar con el establecimiento de 
los Tribunales Superiores y que tiene una importancia 
trascendental, porque sintetiza lo que representa la futu- 
ra organización territorial y competencia1 del Poder Ju- 
dicial. El modelo que nosotros defendemos, diseñado por 
la Constitución española, es el que dice: «Sin perjuicio de 
lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias 
procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judicia- 
les radicados en el mismo territorio de la Comunidad 
Autónoma en que esté el órgano competente en primera 
instancia)). Eso lo dice la Constitución. 

Del examen conjunto de estas normas, ¿qué conclusio- 
nes podemos extraer? Primero, que los Tribunales Supe- 
riores de Justicia se establecen para completar el nivel 
de las Comunidades Autónomas del artículo 151 de la 
Constitución, es decir, se establecen en las Comunidades 
Autónomas los tres poderes clásicos del Estado: una 
Asamblea Legislativa, un Consejo de Gobierno y un Tri- 
bunal Superior de Justicia. Segundo, que dentro de la 
unidad constitucional del Poder Judicial, que nosotros 
naturalmente defendemos, como ustedes, puede decirse 
que cada Comunidad Autbnoma constituye también un 
espacio judicial autónomo en el que se agotan todas las 
instancias y que tiene como cúspide de su organización 
judicial el Tribunal Superior de Justicia. Y, tercero, que 
el único límite constitucional, tanto respecto al agota- 
miento de instancia como al carácter de culminación de 
la organización judicial del Tribunal Superior, es la ju- 
risdicción superior del Tribunal Supremo, como es ob- 
vio. 

Nosotros creemos que con la modificación que ustedes 
han introducido desde los artículos 72 a 87 han hecho 
algunas cosas positivas, una de ellas, suprimir las au- 
diencias territoriales integrándolas, como mandan la 
Constitución y los Estatutos de Autonomía, en los Tribu- 
nales Superiores de Justicia. Sin embargo, han modifica- 
do una serie de características que daban a esos Tribuna- 
les Superiores precisamente la característica del tribunal 
de casación. 

Vayamos al grano. Ustedes han redactado de tal forma 
el proyecto que han suprimido la sala de recursos del 
Tribunal Superior de Justicia, y nosotros solicitábamos 
que tuviera, además de esa sala de recursos, que es la 
que tiene un carácter profundamente casacional o de ca- 
sacibn, otra serie de salas según las órdenes jurisdiccio- 
nales correspondientes. Ustedes integran a la audiencia 
territorial en el Tribunal Superior, suprimen la sala de 
recursos y establecen tres salas: una Sala Primera que 

conoce de lo civil y de lo penal; una Sala Segunda y una 
Sala Tercera, la segunda para lo contencioso-administra- 
tivo y la otra para lo laboral o social, como ahora lo 
llama el proyecto. Pero se ha suprimido aquello que no- 
sotros creíamos que configuraba, cuando menos, o que 
daba una característica superior a lo que debía ser, a lo 
que nosotros consideramos debe constituir el órgano que 
culmina la administracibn de justicia en cada una de las 
Comunidades Autónomas que tengan Tribunal Superior 
de Justicia. 

En nuestra opinión, la modificación que ustedes han 
introducido es todavía menos autonomista que el proyec- 
to del Gobierno. Nosotros nos conformaríamos, senores 
de. la mayoría, con el texto del proyecto - q u e  ustedes 
seguramente también hubieran defendido en otro mo- 
mento, pero que modificaron sobre la marcha, no sabe- 
mos por qué- con unos ligeros retoques, porque todo 
aquello que regulaba el Tribunal Superior de Justicia no 
estaba tan mal regulado en el proyecto remitido por el 
Gobierno. Solamente había que hacer pequeños reto- 
ques. Por ejemplo, suprimir algunos adverbios en algu- 
nos tipos de recursos, competenca de procedimiento de 
esa Sala de Recursos del Tribunal Superior de Justicia; 
suprimir el adverbio «exclusivamente» cuando se refiera 
a los recursos que se basaran exclusivamente en el Dere- 
cho propio de la Comunidad Autónoma para cuando 
aquéllos fueran competencia de la Sala de Recursos del 
Tribunal Superior. 

Pero con esos ligeros retoques. e incluso con la nove- 
dad de la supresión de las Audiencias Territoriales, el 
texto del proyecto del Gobierno era mejor que el que ha 
salido de la Comisión. ¿Por qué? Porque ahora no sabe- 
mos, primero, si se mantienen los mismos recursos de 
casación. No se entiende el texto. Segundo, ustedes han 
suprimido algunos tipos de recurso que lo eran en sí de 
casación, cuando menos los de unificación de doctrina e 
interés de ley. Sé que este desajuste ha debido producirse 
por la supresión de Salas de las Audiencias Territoriales. 
Conozco que el ensamblaje de todas esas piezas no es 
cosa fácil. Pero con la nueva redacción, que es consecuen- 
cia de las enmiendas que ustedes presentaron en Comi- 
sión - d e  las que están muy orgullosos porque creen que 
han suprimido las Audiencias Territoriales y con ello han 
realzado la figura del Tribunal Superior-, no han hecho 
sino lavarle la fachada a un Tribunal Superior que no se 
ajusta estrictamente y que no tiene todas aquellas com- 
petencias que los Estatutos de autonomía y la Constitu- 
ción española pretendían atribuir a los Tribunales Supe- 
riores de Justicia. 

Por eso nosotros preferíamos el texto del proyecto del 
Gobierno, con la salvedad de algún retoque y con la su- 
presión que ustedes han hecho de las Audiencias Territo- 
riales. Pero el texto, tal como ha salido hoy, señoras y 
señores Diputados, no tendrá el voto favorable de nues- 
tro Grupo Parlamentario. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Trías de Bes. 
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Enmiendas del Grupo Popular a los Capítulos 111 y IV. 
Tiene la palabra el señor Huidobro. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, señoras 
y señdres Diputados, la modificación introducida por el 
Grupo Socialista en estos dos capítulos del proyecto de 
Ley Orgánica del Poder Judicial ha dado al traste con 
todas las enmiendas o, por lo menos, con el principio que 
informaba las enmiendas presentadas con anterioridad 
en estos capítulos. Estas enmiendas iban dirigidas en su 
mayor parte a las competencias y a la organización de 
las Audiencias Territoriales. Hoy estamos hablando de 
un tribunal que nada tiene que ver con las Audiencias 
Territoriales. 

La Constitución y los Estatutos de autonomía han con- 
figurado un Tribunal Supremo, han configurado unos 
Tribunales Superiores de Justicia y ,  como decía ayer al 
hablar de los Juzgados de Paz, no podemos decir lo que 
nos gusta o no de esta materia porque tenemos que par- 
tir de algo que el constituyente nos dio hecho, de lo que 
se ha dado hecho en estas leyes orgánicas que son los 
Estatutos de autonomía, y esa es la base sobre la que 
tenemos que partir. 

Por eso, en un estudio detenido de las enmiendas que 
nosotros presentamos en su día, vamos a hacer una clasi- 
ficación de las mismas. Hay unas enmiendas que, aun 
referidas a las Audiencias Territoriales, entendemos asu- 
midas cuando se habla del Tribunal Superior de Justicia. 
Son las enmiendas números 4, 1.205, 5 y 1.208 que, por 
entenderlas asumidas, las retiramos. Hay otras enmien- 
das, las 984, 1.202 y 1.206, que se han quedado sin conte- 
nido al quedarse sin materia que enmendar y que, por 
tanto, también damos por retiradas., Nos quedan, por 
consiguiente -y son las que vamos a defender-, la 
1.201, al artículo 73: la 1.203, que podría constituir un 
nuevo artículo en estos Capítulos 111 y IV. aunque no sé 
dónde colocarlo; y la enmienda 1.207 al artículo 77. Por 
otra parte, aun cuando no tenemos enmiendas, al artícu- 
lo 80, habría que hablar de la redacción que se ha dado a 
este artículo en el dictamen de la Comisión. 

Es este el orden que voy a seguir en la exposición, 
dejando sentado en principio que no pretendemos en este 
momento introducir variaciones sustanciales en lo que se 
dispone en estos Capítulos 111 y IV. Y no pretendemos 
hacerlo porque para ello deberíamos introducir unas en- 
miendas uin voce. que sería difícil tramitar en este mo- 
mento y sería difícil darles una adecuada regulación. Lo 
que voy a hacer al defender estas enmiendas -porque 
ellas me dan pie para ello- es establecer unas conside- 
raciones en torno a estos dos capítulos; consideraciones 
que nosotros tendremos en cuenta en el trámite sucesivo 
de las enmiendas del Senado y que queremos que sirvan 
también para que el Grupo Socialista tenga en conside- 
ración lo que aquí se va a decir, para que en trámites 
sucesivos pueda mejorarse lo que en estos dos capítulos 
se ha introducido en el dictamen de la Comisión. 

Voy a defender la enmienda 1.201, que podríamos aco- 
plar al artículo 73, aun cuando con anterioridad estuvie- 
ra presentada al artículo 72. En el actual artículo 73 del 

dictamen de la Comisión se dice que el Tribunal Supe- 
rior de Justicia estará integrado por tres salas. Todas las 
disposiciones que esta ley contiene referidas a Tribuna- 
les, no a jueces, cuando habla de los mismos no solamen- 
te se refiere al número de salas que van a tener, sino que 
enumera cuáles son estas salas. Así, el artículo 55 dice 
que el Tribunal Supremo estará integrado por las si- 
guientes salas: Primera, de lo Civil. Segunda, de lo Penal. 
Tercera, de lo Contencioso-Administrativo. Cuarta de lo 
Social. 

Pues bien, lo que el Grupo Popular desearía es dar a 
este artículo 73 una redacción semejante a ésta: «El Tri- 
bunal Superior de Justicia estará integrado por las salas 
siguientes: Sala de lo Civil, Sala de lo Contencioso-Admi- 
nistrativo, Sala de lo Social.. Ya sabemos que la Sala de 
lo Civil iba a tener competencias superiores a lo civil y 
también entendería de aquellas materias de lo penal que 
le fueran atribuidas por los estatutos. Nosotros preten- 
díamos darle una mejor redacción. 

Con la modificación que pretende la enmienda 1.203 se 
hacía referencia a una serie de recursos que podrían pre- 
sentarse contra las resoluciones de la Sala de Recursos 
del Tribunal Superior de Justicia de las Comunidades 
Autónomas. Esta Sala de Recursos ha desaparecido pero 
quedan pendientes las Salas del Tribunal Superior de 
Justicia Primera, Segunda y Tercera, como en este mo- 
mento se enumera. Si este antiguo artículo 75 desapare- 
ciera, vendría a suponer que una serie de resoluciones 
dictadas por las Salas del Tribunal Superior de Justicia 
quedarían sin ningún tipo de recurso posterior que sí 
estaba previsto con anterioridad. 

Decía el proyecto: uContra las resoluciones de la Sala 
de Recursos del Tribunal Superior de Justicia no cabrán 
otros recursos que los siguientes: 1 .  El de súplica ante la 
propia Sala, cuando proceda. 2.  El de revisión ante la 
propia Sala, en los casos previstos en la Ley)). Nuestra 
enmienda dice: ((El excepcional ante la Sala del Tribunal 
Supremo que corresponda contra las sentencias dictadas 
en materia propia de la competencia de aquéllas, en los 
siguientes casos: a) Cuando se hubiese incurrido en exce- 
so de jurisdicción. b) ((Cuando se hubiese dictado senten- 
cia contradictoria con otra u otras del Tribunal Supremo 
respecto a los mismos litigantes y otros en idéntica situa- 
ción, en mérito a hechos, fundamentos y pretensiones 
sustancialmente iguales, se llegare a pronunciamientos 
distintos, así como igualmente entre dos o más senten- 
cias de Tribunales Superiores de Justicia.. Yo añado 
ahora: «O bien entre secciones de la misma Sala de un 
Tribunal Superior de Justicia)), ya que tal como viene 
previsto en el texto del dictamen de la Comisión puede 
dar lugar a ello. Si no se da una redaccidn al artículo con 
un texto semejante a éste quedarían sin recurso algunas 
de las resoluciones que en el informe de la Ponencia sí 
tenían recurso previsto. 

En este último párrafo que introducía la enmienda del 
Grupo Popular viene previsto lo que se ha suprimido en 
la actualidad, que era el informe para unificación de doc- 
trina cuando se hubiera dictado sentencia contradictoria 
con otra u otras del Tribunal Supremo respecto a casos 



- 
CONGRESO 

8843 - 
22 DE MARZO DE 1985.-NU~. 192 

semejantes, cuando se hubiera dictado sentencia contra- 
dictoria contra salas distintas de los Tribunales Superio- 
res de Justicia, distintos Tribunales Superiores de Justi- 
cia de distintas Comunidades Autónomas,. o cuando se 
hubiera dictado sentencias contradictorias respecto a los 
mismos hechos que tuvieran la misma identidad por sec- 
ciones distintas de una misma Sala del Tribunal Supre- 
mo, si es que el Grupo Socialista va a mantener estas 
secciones dentro de los Tribunales Superiores de Justi- 
cia. Creemos que con lo expuesto queda claramente defi- 
nido que es necesario un artículo semejante.a éste en el 
dictamen de la Comisión; es necesario introducir algo 
nuevo. 

He dicho al comenzar esta exposición que no pretendo 
que se trate de introducir un nuevo texto en este momen- 
to porque, dada la forma en que las enmiendas se han 
introducido, resulta prácticamente imposible, sin una 
complicación excesiva del trámite, entrar ahora a retocar 
todo lo que se ha hecho aquí, todo lo que se ha hecho con 
anterioridad. Por eso dejamos sobre la mesa estos proble- 
mas para que en trámites posteriores puedan tenerse en 
cuenta, anunciando que nuestro voto, por supuesto, va a 
ser en contra de la forma en que está hecho. 

Hay una enmienda, la 1.207, al artículo 77,  que segui- 
mos manteniendo: (<Las Salas de lo Social de las Audien- 
cias Territoriales conocerán: En única instancia, de los 
procesos sobre controversias que afecten a intereses ge- 
nerales de trabajadores y empresas en ámbito superior a 
la provincia, que la Ley establezca. De los recursos de 
apelación y queja que procedan contra sentencias dicta- 
das por los Juzgados de lo Social. De las cuestiones de 
competencia que se susciten entre los Juzgados de lo So- 
cial del territorio. En única instancia de los recursos con- 
tra actos de los órganos de la Administración de Justicia 
con competencia nacional sobre materia laboral y de Se- 
guridad Social, dictados resolviendo recurso o en función 
fiscalizadora de órganos inferiores territoriales salvo si 
modifican el del inferior y a salvo la competencia de la 
Sala de lo Social de la Audiencia Nacional.. Esto puede 
guardar relación con la enmienda que se ha introducido 
en el artículo 59 y, por tanto, podría tenerse en cuenta 
esta materia. 

Por último, dice: «En única instancia de los recursos 
contra actos administrativos del Consejo de Gobierno y 
de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autó- 
nomas en materia laboral y de Seguridad Socialn. 

Habría que añadir unos párrafos nuevos a este artículo 
77, para que quedara redactado en la forma que nosotros 
hemos dispuesto. 

Queda, por último, un artículo, el 80 del texto del dic- 
tamen de la Comisión, al que no tenemos presentada en- 
mienda, pero que necesariamente tenemos que hablar de 
él, porque hasta este momento nos ha resultado imposi- 
ble hablar de este tema al no haber tenido ocasión de 
presentar enmienda. Se trata en este artículo de crear, 
dentro de cada sala de un Tribunal Superior de Justicia, 
dos o más Secciones. Hasta aquí coincide con otras nor- 
mas contenidas respecto a otros Tribunales, pero en el 
párrafo segundo añade: uCuando el número de asuntos 

procedentes de determinadas provincias u otras circuns- 
tancias lo requieran, podrán crearse con carácter excep- 
cional Secciones de lo Contencioso-Administrativo o de 
lo Social con jurisdicción limitada a una o varias provin- 
ciasu. Primera parte del problema. Segunda: «... en cuya 
capital tendrán su sede. ~ 

Este artículo viene a dejar sin efecto lo que el Grupo 
Socialista ha presentado subsumiendo dentro de los Tri- 
bunales Superiores de Justicia las competencias de las 
Audiencias Territoriales. Si es posible crear dentro de 
cada Comunidad Autónoma una sección que entienda dc 
las materias contencioso-administrativas o de las mate- 
rias sociales de esa provincia o de las provincias limítro- 
fes por su numero, resulta que habremos creado de una 
manera subrepticia una Audiencia Territorial en esa pro- 
vincia. Esto es lo que ocurre con este artículo. Parece ser 
-y puesto que en esta Ley Orgánica se ha hablado de 
toros- el trapo para que algún toro entre aquí. 

¿Qué se pretende con la creación de estas secciones? 
¿Volver a dividir lo que ahora se ha unido? ¿Qué es lo 
que se pretende? Si lo quc se pretendiera es dotar de una 
mayor agilidad, de una mejor Administración de Justicia 
al territorio correspondiente de cada Comunidad Autóno- 
ma, lo que se podría hacer cs asumir la enmienda que ha 
introducido el señor Pillado a título personal, que consis- 
te en que cada Audiencia Provincial pudiera conocer de 
todas las apelaciones en materia civil, de todos los rrcur- 
sos contra los juzgados de lo contencioso-administrativo 
y de todos los recursos contra las resoluciones de los 
juzgados sociales. 

De esa manera habrianios dejado reducido el Tribunal 
Superior de Justicia a la Sala de Recursos que tenía con 
anterioridad, y cada Audiencia Provincial entendería de 
todos aquellos conflictos que se crearan dentro de su tc- 
rritorio o provincia en todos los órdenes, civil ,  penal, 
contencioso-administrativo y social. Y o  pienso que de es- 
ta manera lo único que se hace es dejar un portillo abier- 
to para que lo que el Grupo Socialista parece querer 
hacer se deshaga el día de mañana facilísimamente y ,  
además. no a través de una Ley Orgánica, sino a través 
de un procedimiento diferente. Nosotros pensamos que 
no se puede dejar ese portillo abierto, sino que debe 
dejarse dicho con toda claridad qué tipo de organización 
judicial y territorial se establece y con qué posibilidades. 

En este mismo artículo, dentro de este número 2 se 
dice, además, que se podrán crear Secciones de lo Con- 
tencioso-administrativo o social con jurisdicción limita- 
da a una o varias provincias en cuya capital tendrán su 
sede. En cuya capital, ¿de quién o dónde? ¿Cuál va a ser 
la sede de esas Secciones? Estamos en presencia de un 
artículo en el que sucede lo mismo que en otros artículos 
de otras leyes que en este Cámara se están aprobando: no 
sabemos lo que quiere decir. Y si nosotros, legisladores, 
no sabemos lo que quiere decir un párrafo de una ley, 
aquellos a quienes va dirigido jcómo lo van a entender? 
Se ha dicho aquí con mucha frecuencia, y ,  sin embargo, 
no se pone en práctica, que las leyes deben ser claras y 
precisas, que debería haber una Comisión, no solamente 
la comisión de los burros, que leyera las leyes con poste- 
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rioridad y si alguno de los artículos no se entendiera que 
se volviese a redactar para que,todo el mundo pudiera 
entenderlo. Las leyes tienen que ser claras, sencillas y 
precisas y la redacc’ión de este artículo, si queda como 
está, con independencia del fondo político que pueda te- 
ner, no se entiende. 

Setiores de la mayoría, esto es lo que quiero dejar so- 
bre la mesa, no porque crea que en este momento tenga- 
mos la oportunidad de redactar nuevos artículos, no por- 
que crea que tenga capacidad para introducir nuevas cn- 
miendas « i n  vote)) que podamos votar, porque sería difí- 
cil discutirlas en este trmite, pero sí para que queden 
sobre la mesa para que en trámites posteriores se dejen 
resueltos todos estos problemas que en este momento he 
expuesto. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto.  El señor 
gracias, señor Huidobro. 

Bandrés tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: Muchas gracias, señor 
Presiden te. 

Señores Diputados, la enmienda número 14 se convier- 
te en realidad en voto particular, en mérito a las modifi- 
caciones introducidas cn el curso de los debates precc- 
dentes. Es un voto particular técnicamente mal hecho 
-lo comprendo y lo voy a explicar enseguida- que pre- 
tende mantener la redacción del antiguo artículo 73.1.2 y 
3. Dicha enmienda pretende sustituir las expresiones, allí 
donde aparezcan, ((siempre que el recurso se funde exclu- 
sivamente en infracción del Dcrecho propio de la Comu- 
nidad Autónoma. por la locución «siempre que la mate- 
ria principal del proceso se regule por el Derecho propio 
de la Comunidad.. 

Digo que técnicamente es mala mi enmienda, tal como 
está presentada, porque no pretende que se mantenga, 
como en el proyecto de ley, la Sala de Recursos del Tri- 
bunal Superior de Justicia, que sería tanto como volver 
al antiguo texto del artículo 73; no pretendo eso. Yo hala- 
go las mejoras técnicas, de sistemática, que se han pro- 
ducido en la redacción del dictamen, y digo que me pare- 
ce muy bien esta sistemática que lleva al artículo 74 las 
cuestiones de orden civil e,  incidentalmente, también las 
de orden penal cuando los Estatutos así lo establezcan 
para una Sala determinada; al artículo 76, las cuestiones 
de orden contencioso-administrativo, y ,  al artículo 77, 
las cuestiones de orden social. Lo que ocurre es que, si se 
recibe tal como está el dictamen de la Comisión, desapa- 
recería algo que estaba en el proyecto, que a mí me pare- 
cía muy adecuado y me sigue pareciendo, que es el recur- 
so de casación para unificación de doctrina en lo conten- 
cioso-administrativo, que antes figuraba en el antiguo 
artículo 73 y que ahora desaparece totalmente en interés 
de la ley, Me parece que esto es importante y no entiendo 
realmente la razón de su desaparición y de su no presen- 
cia en el dictamen que estamos examinando. 

Por otra parte, es de alabar que desaparezca aquella 

extraíia casación de lo contencioso-administrativo, que 
no existía, porque las sentencias de los Tribunales de lo 
Contencioso-Administrativo se apelaban ante el Tribunal 
Supremo hasta ahora, y se siguen apelando; no se recu- 
rren en casación. Entonces, me parece digna de alabanza 
la nueva redacción que da el dictamen en este momento 
a ese tema. 

El problema principal, y el meollo de la cuestión, como 
se comprenderá, es que la casación que se reserva en el 
orden civil y también contencioso-administrativo, de 
mantenerse aquello de lo que yo estaba hablando en rela- 
ción con la unificación de doctrina, no puede sustentarse 
exclusivamente en el Derecho propio de la Comunidad 
Autónoma. Porque, en efecto, los que manejamos autos 
nos damos cuenta de que no existe ninguna sentencia 
que ponga fin a un asunto que se resuelva y que haga 
pivotar todos los razonamientos de la misma sobre un 
solo precepto. 

Yo recordaba en Comisión, y creo que se me aceptaba 
este razonamiento, que la sentencia más simple que nos 
podamos imaginar, la más simple, una sentencia de un 
Juzgado Municipal en este momento en un juicio de fal- 
tas, realmente no se fundamenta en un solo precepto. Es 
decir, la lectura simple nos diría: vistos los artículos ta- 
les y tales y considerando que ha existido infracción ... 
Pero diría vistos los artículos, y hay un montón de ellos 
quc se invocan en la sentencia más simple. No digo nada 
en un pleito complicado, voluminoso, con miles de folios, 
en que al final la sentencia tiene que hacer un esfuerzo 
de sintetización, y ,  sin embargo, no consigue hacerlo de 
forma que haga razonar el fallo final en un solo artículo 
o precepto; generalmente, lo hace en varios. He visto 
sentencias, como las habrá visto cualquiera que se haya 
dedicado al Derecho en esta Cámara, que se remontan a 
la Novísima Recopilación, incluso a preceptos de Dere- 
cho Romano, para terminar después argumentando con 
un precepto del Derecho peculiar navarro, pero que a la 
vez cita abundantemente y se fundamenta la sentencia 
en preceptos del Código Civil. 
Lo que quiero decir es que si sustituimos lo de materia 

exctusiva por materia principal, creo que habremos Ile- 
gado a un entendimiento y a un acuerdo muy razonable, 
porque cualquier jurista distingue perfectamente, cuan- 
do tiene en sus manos unos autos -y no digo nada la 
sentencia que pone fin a esos autos-, cuál es la materia 
principal de ese asunto. La materia general del tema 
puede ser complicada y difusa, pero la principal, gene- 
ralmente, ya es una, y hay una especie de ojo clínico 
razonable y cualquier jurista dice, este asunto tiene su 
fundamento o funciona en relación con tal precepto, tal 
cuestión o tal asunto. Y esto es lo que yo quería decir, 
porque creo que hay buena voluntad y que cuando se 
habla de que se quiere hacer un recurso de casación pri- 
vativo de la Sala de lo Civil, en su caso de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo, para los Tribunales Supe- 
riores de Justicia se es sincero y se quiere realmente eso, 
pero si se mantiene el texto actual veo que va a ser muy 
difícil que eso llegue a ser realidad. 

Había otro problema, y es que como en el texto que 
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estamos examinando en este momento la ley establece 
que será el fundamento del recurso el que determine de 
quién va a s e r  la competencia, si va a ser del Tribunal 
Supremo o del Tribunal Superior de Justicia, nos encon- 
tramos con que de alguna manera vamos a dejar en ma- 
nos del recurrente - q u e  también puede hacer uso de 
alguna picaresca- quién va a ser el Tribunal competen- 
te. 

Tengo la impresión, insisto, de que había voluntad real 
de que este recurso exista, de que no sea un simple ador- 
no legislativo, que no sea algo que ponemos ahí para 
complacer a no sé quién, pero que luego no tenga rele- 
vancia en la vida real. Yo creo que se quiere que exista y ,  
si se quiere, me permito sugerir que, si no en este mo- 
mento en otro momento trámite posterior, se de solu- 
cióbn a este problema. Tengo la impresión, y no creo que 
me haga ilusiones, de que tanto en Ponencia como en 
Comisión los ponentes y miembros de la Comisión, y 
muy especialmente el Grupo mayoritario, fueron sensi- 
bles a lo que estoy diciendo y lo tuvieron en cuenta. N o  
tuvimos el acierto de expresarlo en una fórmula adecua- 
da ,  ya que la que yo presentaba textualmente no satisfa- 
cía, pero no se encontró otra, aunque, insisto, había vo- 
luntad de arreglarlo. Yo invoco ahora esa voluntad de 
arreglo y quiero que hoy aquí, y si no mañana en otro 
lugar, me da  lo mismo, se dé ese clima de comprensión 
para que se pueda resolver rcalmcnte el problema y se 
busque la solución justa, que puede ir por la vía de la 
aceptación de mi enmienda, pero que también puede Ile- 
gar por otro tipo de soluciones, que yo accptaría igual- 
mente y con mucho gusto. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Muchas 
gracias, señor Bandrés. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto. El señor 
Vicens tiene la palabra. (Pausa.) Se dan por decaídas. 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Mixto. El señor 
Pérez Royo tiene la palabra. (El señor Fernández Inguan- 
zo pide la palabra.) 

El señor Fernández Inguanzo tiene la palabra. 

El señor FERNANDEZ INGUANZO: Solicito que se so- 
metan a votación, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Perfecta- 

Enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco. Tiene la 
mente. 

palabra el señor Zubía. 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

No voy a hacer uso de la tribuna por cuanto mi Grupo 
mantiene una sola enmienda a estos dos capítulos que en 
este momento estamos debatiendo y que hacen referen- 
cia al Título 11 del presente proyecto de ley. 

Es una única enmienda, repito, que de alguna manera 
ya ha sido explicada con motivo de la defensa de enmien- 
das anteriores, concretamente en la defensa que hice en 

el dfa de  ayer de la enmienda referente al artículo 56.3, 
en la que solicitábamos la supresión. En coherencia con 
esta enmienda, mi Grupo anunciaba ya  que presentaba 
otra -la 186 a la que me estoy refiriend- que pretende 
en pura coherencia, repito, la adición de un nuevo apar- 
tado al artículo 74, referente al capítulo de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia. También adelantaba ayer que 
para mi Grupo este era uno de los capítulos con los que 
se encontraba más conforme en su redacción definitiva, 
aun a sabiendas y con las reservas propias que anunciá- 
bamos, también como consecuencia de la regulación de 
otros capítulos que considerábamos que de alguna mane- 
ra podían interferir o desnaturalizar las competencias 
que se dan a los Tribunales Superiores de Justicia. 

Por todo lo dicho me basta someter a votación la pre- 
sente enmienda, aunque con ello 512 pueda dar pie al se- 
ñor Navarrete para que nos siga hablando de cantonalis- 
rno . 

El señor VICEPRESIDENTE (Verde i Aldea): Gracias, 

Para turno en contra. tiene la palabra el Señor Cuesta. 
señor Zubía. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, me cumple, cn nombre del Gru- 
po Socialista, dcfen.der el texto del dictamen de la Comi- 
sión al Capítulo 111, de la regulación del Tribunal Supc- 
rior de Justicia, y al Capítulo IV, de las Comunidades 
Autónomas, así como la suprcsión de aquellos artículos 
que hacen referencia a las Audiencias Territoriales. Con 
ello voy a intentar ilustrar a la Cámara en torno a cuál es 
el contenido que los socialistas hemos decidido dar a este 
Tribunal Superior de Justicia y posicionarmc en torno a 
algunas de las enmiendas presentadas. 

En primer lugar, nosotros creemos que con la configu- 
ración que el dictamen de la Comisión hace de los Tribu- 
nales Superiores de Justicia. a traves de este nuevo dise- 
ño, clarificamos toda la organización en sí del Poder Ju- 
dicial, toda la organización judicial en el ámbito territo- 
rial de la Comunidad Autónoma, y no sólo a nivel del 
Tribunal Superior de Justicia, sino a nivel de otra serie 
de Tribunales. Así, en primer lugar tenemos los Juzgados 
de los cuatro órdenes jurisdiccionales: Primera Instancia, 
instrucción, Contencioso-Administrativo y de lo Social, 
aparte de los Juzgados de  Menores. En segundo lugar, 
sólo para los órdenes civil y penal, las Audiencias Provin- 
ciales. Y finalmente, culminando la organización judicial 
en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma y 
con competencias en los cuatro órdenes jurisdiccionales. 
tenemos el Tribunal Superior de Justicia. Creemos que 
ello es un esquema organizativo más eficaz y más racio- 
nal e incluso más clarificador que el texto inicial del 
proyecto. 

El Tribunal Superior de Justicia pasa a ampliar - 
como decían algunos ponentes constitucionales- su 
competencia en la base, en el sentido de  que por efecto 
de la.desaparición de las Audiencias Territoriales se in- 
corporan competencias que en el proyecto venían dadas 
a éstas, y que en la regulacion existente hasta el momen- 
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to, pensando por ejemplo en el orden social, proceden 
también ¡por qué no decirlo! del Tribunal Central de Tra- 
bajo. De esta forma, el Tribunal Superior de Justicia se 
configura como un Tribunal que dota las instancias pro- 
cesales en el ámbito de la Comunidad en que se halle el 
órgano competente de Primera Instancia que consta, en 
efecto, de tres Salas. Probablemente en otros trámites es 
cierto que haya que hacer un pequeño ajuste técnico a la 
hora de denominar las Salas. En efecto, lleva razón el 
sefior Huidobro cuando nos dice que no se puede afirmar 
sin más que el Tribunal Superior de Justicia consta de 
tres Salas y punto, sin hacer una especificación. (El serior 
Vicepresidente, Torres Boursauli, ocupa la Presidencia.) En 
consecuencia, estaríamos dispuestos - q u i z á  lo veremos 
al hacer los ajustes técnicos adecuados- a darle el es- 
quema terminológico que se usa cuando se habla de 
otros Tribunales. 

No obstante, es preciso recordar que la Primera Sala 
que se configura en el Tribunal Superior de Justicia, en 
virtud del dictamen de la Comisión, hace referencia a los 
dos órdenes, Civil y Penal; la Segunda Sala, a lo Conten- 
cioso-administrativo y la Tercera Sala a lo Social. En el 
nuevo texto, aunque siga precisando correcciones y ajus- 
tes técnicos, se pasa -decía- a un esquema un tanto 
más clarificador y más ajustado también a lo que noso- 
tros creemos que es el marco constitucional en la regula- 
ción de los Tribunales Superiores de Justicia. 
Por parte del Grupo Minoría Catalana, se plantea fun- 

damentalmente un objeción de fondo al texto y a la con- 
figuración de los Tribunales Superiores de Justicia, en 
base a una afirmación a través de la cual se consideraba 
que el dictamen de la Comisión vulneraba frontalmente 
la Constitución y vulneraba frontalmente el contenido de 
los Estatutos de Autonomía. Ello, además, se decía por- 
que el Tribunal Superior de Justicia tenía una naturale- 
za, según el señor Trías de Bes, eminentemente casacio- 
nal y se eliminaba en el texto del dictamen de la Comi- 
sión la Sala de Recursos. 

Quisiera decir que no se puede -y tenemos suficientes 
ejemplos doctrinales- afirmar la naturaleza eminente- 
mente casacional del Tribunal Superior de Justicia, co- 
mo ha dicho el señor Trías de Bes. La desaparición de la 
Sala de Recursos encuentra su fundamento en que por el 
nuevo esquema de funcionamiento, por la nueva configu- 
ración organizativa de este Tribunal Superior de Justi- 
cia, y por efecto de la desaparición de las Audiencias 
Territoriales, desaparece la necesidad de la Sala de Re- 
cursos, por cuanto que los distintos recursos, los que 
sean coherentes al nuevo esquema, se reparten en torno a 
los distintos órdenes judiciales. De mantenerse la Sala de 
Recursos nos encontraríamos con un permanente absur- 
do, por el cual los mismos magistrados pasan a estudiar 
y a entender de los mismos asuntos que han dado lugar a 
recurso en función de la configuración de esa Sala de 
Recursos. Lo lógico es, en efecto, y a la vista de esos 
ajustes organizativos, distribuir las competencias y los 
diferentes recursos en torno a los distintos órdenes juris- 
diccionales y,  por tanto, a las tres Salas que configuran 
el Tribunal Superior de Justicia. 

Quisiera, además, en este tema hacer frente a la acusa- 
ción de que el texto no se ajusta a la Constitución y al 
contenido de los Estatutos de Autonomía. Como ayer re- 
cordaba mi ilustre compañero López Riario, la justicia o 
el Poder Judicial no es divisible, es indivisible, y la pro- 
pia Constitución da pie a ello. Por efecto de los artículos 
122 y 123 de la propia Constitución, y puestos en relación 
con el artículo 152.1 en su párrafo segundo, se deja clara- 
mente afirmada la unidad jurisdiccional y,  por tanto, se 
deja claramente afirmada la filosofía que el actual dicta- 
men recoge. 

Como dice nuestra Constitución, el Tribunal Superior 
de Justicia culminará la organización judicial en el ám- 
bito territorial de la Comunidad Autónoma. Es decir, de- 
be agotar las instancias de los procesos judiciales trami- 
tados en la Comunidad, sin perjuicio de la jurisdiccción 
que corresponde al Tribunal Supremo y que, como pre- 
viene el artículo 123, es el órgano jurisdiccional superior 
en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de 
garantías constitucionales. 

Por tanto, en primer lugar, el Tribunal Superior de 
Justicia -y así lo afirmábamos también en Comisión- 
culmina la organizaci6n judicial en la Comunidad. En 
segundo lugar, todos los procesos tramitados en la Co- 
munidad se agotarán ante este órgano judicial. Y en ter- 
cer lugar, todo ello sin perjuicio del Tribunal Supremo, 
órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes y 
siempre, por supuesto, en el marco del principio de uni- 
dad jurisdiccional. 

Además de una interpretación adecuada, los propios 
Estatutos de Cataluña o de Euskadi, por dar ejemplos, 
afirman criterios similares al constitucional. Por ejemplo 
-y lo recordábamos también en Comisión-, en el artí- 
culo 19 del Estatuto de Cataluña se afirma que el Tribu- 
nal Superior de Justicia de Cataluña culminará la orga- 
nización judicial en su ámbito territorial en los términos 
del artículo 152 de la Constitución. En el Tribunal Supe- 
rior de Justicia de Cataluña se agotarán las sucesivas 
instancias procesales. El propio artículo 34 del Estatuto 
del País Vasco, como decíamos también en Comisión, 
afirmaba, en la misma línea, que «el Tribunal Superior 
de Justicia tiene competencia en todo el territorio de la 
Comunidad Autónoma, agotándose ante el mismo las su- 
cesivas instancias procesales.. u El Tribunal Superior de 
Justicia. -se dice- uculmina la organización de Justi- 
cia en el País Vasco.. Es decir, claramente se están rea- 
firmando los criterios que anteriormente he mencionado. 

En síntesis, el marco en el que se mueve la actual pro- 
puesta de regulación del Tribunal Superior de Justicia, 
que aparece en el dictamen de la Comisión, vendría dado 
por cinco puntos: En primer lugar, considerarlo un órga- 
no de la Administración Judicial en la Comunidad Autó- 
noma. Los Tribunales Superiores de Justicia son órganos 
del Poder Judicial. En segundo lugar, un órgano que cul- 
mina la organización judicial en la Comunidad. En ter- 
cer lugar, instancia en la que se agotarán los procesos 
iniciados en la Comunidad. En cuarto lugar, su funciona- 
miento, sin perjuicio del Tribunal Supremo y del princi- 
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pio de la unidad e independencia del Poder Judicial. Y en 
quinto lugar, sólo la Constitución, en sus artículos 152, 
123, 122 y concordantes, la presente ley orgánica y lo que 
se integra en lo dispuesto en los Estatutos de Autonomía, 
marcan y dan cuerpo en la regulación, a través de la 
presente ley, al Tribunal Superior de Justicia. 

Además, en esa misma línea argumental, la sentencia 
del Tribunal Constitucional 3811982, de 22 de junio insis- 
te en esta afirmación. Se dice -y es la primera afirma- 
ción que debe hacerse- que el Tribunal Superior de Jus- 
ticia no es un órgano de la Generalidad, sino del Estado 
y de su organización judicial, según se deduce, con meri- 
diana claridad, del artículo 152.1, párrafo segundo, de la 
Constitución. Es una afirmación del Tribunal Constitu- 
cional. Se afirma, asimismo, por parte de este organo, en 
la sentencia 2511981, que alas competencias de los órga- 
nos jurisdiccionales no son competencias de la Comuni- 
dad Autónoma. y ,  asimismo, se añade: ULa relación de 
los órganos judiciales con las Comunidades Autónomas 
no es una relación orgánica, sino una relación territorial,’ 
que deriva del lugar de su sede)). 

Son criterios que perfilan una determinada y concreta 
concepción del Tribunal Superior de Justicia, que noso- 
tros creemos que subyace claramente en la regulación 
que el proyecto y,  en concreto, el dictamen de la Comi- 
sión dan a este órgano. Por tanto, el carácter casacional 
no encaja de manera tan rotunda, como ha sido afirmado 
por el señor Trías de Bes, sino que debe hacerse encajar 
en consonancia con estos criterios y principios constitu- 
cionales. 

Además, nos encontramos con una amplia producción 
doctrinal en ese tema y ,  como es criterio generalizado en 
la doctrina, sin negar la existencia de una posibilidad de 
casación regional, sí es cierto que la doctrina considera 
que los Tribunales Superiores de Justicia no son esen- 
cialmente tribunales de casación. Decía que hay una am- 
plia producción doctrinal en torno a este tema. Por citar 
ejemplos, aunque no voy a mencionar a autores en estos 
momentos, existen varios manuales que incluso han 
abordado de manera monográfica el tema, como han si- 
do las Jornadas de Estudio en torno al Consejo General 
del Poder Judicial. 

Sentadas estas bases de tipo jurídico doctrinal y juris- 
prudencial, sí querría hacer una breve rcferencia a las 
objeciones que nos han puesto los señores Diputados del 
Grupo Popular. 

En primer lugar, ya decía al principio que, probable- 
mente, en el Senado -y nosotros asumimos esa sensibi- 
lidad- sea perfeccionable el texto y, sobre todo, cuando 
se habla de tres salas es lógico que se complete la redac- 
ción, dándoles una definición a las mismas. 

En segundo lugar, nos plantea el problema de la desa- 
parición del artículo 75 del proyecto inicial y mantiene 
por ello su enmienda 1.203, en defensa de la existencia de 
recursos contra la resolución del Tribunal Superior de 
Justicia. 

Nosotros creemos que la desaparición de este artículo 
75 está claramente ligada a esa nueva regulación del Tri- 
bunal Superior de Justicia, y que defender ahora ya defi- 

nitivamente clarificado en el ámbito territorial el organi- 
grama jurisdiccional en la Comunidad Autónoma y esta- 
blecer, por ejemplo, el recurso especial par exceso de 
jurisdicción, sería introducir un portillo, un recurso de 
casación, es decir, un segundo recurso de casación. Noso- 
tros vemos que eso no encaja en el esquema del texto del 
dictamen de la Comisión. 

En tercer lugar, nos pone una objeción al artículo 80 
en relación con la posibilidad de creación de dos o más 
secciones en las salas del Tribunal Superior de Justicia, y 
nos dice que ello es volver, a través de una forma subrep- 
ticia, a la creación de las audiencias territoriales. Esa no 
es, desde luego, la intención del proyecto. Pero, además, 
eso se hace, simplemente, con la lógica mentalidad que 
debe existir en cualquier esquema organizativo de crear 
unas posibilidades de flexibilidad para que, en atención 
a determinadas circunstancias, se resuelvan problemas 
ahí donde se planteen y no específicamente por razones 
localistas, sino por razones de cuantía, de importancia, 
de necesidad y ,  por tanto, de tipo objetivo. 

Por el contrario, no podemos asumir la oferta alterna- 
tiva que se nos daba en este tema, que es la posibilidad 
de que todas las audiencias provinciales pasen a conocer 
en los órdenes civil, social, contencioso-administrativo y 
penal. Porque, entonces, primero, el modelo que nos está 
ofreciendo el señor Huidobro, en este caso portavoz de la 
sugerencia del señor Pillado, este criterio supone de por 
sí una irracional organización de la Administración de 
Justicia; supone, a su vez, un costo y una falta de realis- 
mo con las necesidades que se pueden plantear en deter- 
minadas provincias y ,  además, podría llevarnos -apu- 
rando el mismo argumento que se nos hace en el sentido 
de considerar la posibilidad de creación de secciones 
dentro de las Salas del Tribunal Superior de Justicia- a 
la subrepticia intención de reabrir las audiencias territo- 
riales. 

Esta oferta que,hace el señor Pillado supondría, a su 
vez, la posibilidad de ampliar la presencia de esas au- 
diencias territoriales, pero en este caso a todas las pro- 
vincias. Por tanto, nosotros no podemos asumir tampoco 
ese planteamiento. 

En último lugar nos dice también, con referencia a este 
artículo 80, que se plantean problemas de interpretación 
respecto al término «en cuya capital.; es decir, cuando 
se habla de que se podrán crear secciones en distintas 
salas y ubicarlas en dos o más provincias, según las nece- 
sidades en cuya capital de la provincia se creen. Es obvio 
que, con independencia de mejor criterio literario y gra- 
matical, la expresión «capital» se refiere a la capital de 
la provincia en donde se ubique la sección concreta que 
se cree en torno a la sala determinada del Tribunal Supe- 
rior de Justicia. 

Finalmente paso a recoger y manifestar la misma sen- 
sibilidad que nos ha evidenciado el Grupo Parlamentario 
Mixto a través de su portavoz e señor Bandrés a estos 
efectos cuando nos planteaba, fundamentalmente, el pro- 
blema de lo que se puede considerar una excesiva limita- 
ción de las posibilidades a la hora de recurrir en casación 
en materia de derecho civil, foral o especial, y ,  en concre- 
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to, el problema que se plantea en torno al uso del térmi- 
no ((exclusivamenteu, que dice el proyecto. En efecto -y 
así fue anunciado ya en Comisión-, asumimos esa sensi- 
bilidad y esa preocupación, porque no queremos, como 
decíamos, que se cierre el portillo de tal manera que no 
exista nunca, por efecto de una interpretación jurispru- 
dencial rígida, la posibilidad de recurrir en casación en 
materias de derecho civil, foral o especial en la sala de lo 
civil, en la primera sala de los Tribunales Superiores de 
Justicia. 

Y o  asumo, efectivamente, esa sensibilidad y esa preo- 
cupación y busco el contrapunto. En esto yo retomo un 
poco la argumentación que dimos con motivo de fijar el 
marco global constitucional de la actual regulación del 
Tribunal Superior de Justicia y me remito a aquellas 
palabras, cuando decía que de todas formas, ni la Consti- 
tución, ni la jurisprudencia constitucional ni la doctrina 
existente conceptúan a los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia como tribunales esencialmente casacionales, huycn- 
do, por tanto, de ambas posiciones. Asumiendo, en efec- 
to, la existencia de una casación regional circunscrita a 
temas de Derecho civil, foral o especial, sí entendemos 
que en ulteriores trámites debe darse la flexibilidad sufi- 
ciente para encontrar la fórmula adecuada. Porque, efec- 
tivamente, aquí hemos usado muchos términos; hemos 
hablado de «exclusivamente», de «principalmente». de 
U básicamente)), de «en lo básico», de ((específicamenteu, 
de ((siempre que la materia principal del proceso)), coino 
plantea el señor Bandrés, c incluso yo anuncio otras dos 
nuevas posibilidades que tendrían sentido y podrían es- 
tar acertadas. Una es usar, por ejemplo, como criterio la 
«ratio decidendi)), es decir, al hablar de la posibilidad de 
recurrir en casación utilizar la fórmula: ([siempre que la 
razón de decidir se haya fundado en la aplicación del 
Derecho civil ,  foral o especial de la Comunidad.. Otra es, 
simplemente, la supresión, sin más, del término «exclusi- 
vamente». Son amplias las posibilidades. 

Y o  quiero tranquilizar al señor Bandrés. Le voy a decir 
que la sensibilidad del Grupo Socialista es coincidente 
en este terreno con lo que ha planteado y que estarnos 
dispuestos a reconsiderar este tema. Además, entende- 
mos que en el Senado, y ya teniendo una experiencia de 
todo el elenco de posibilidades que se han abierto en este 
trámite parlamentario del Congreso, se puede encontrar 
la fórmula que impida una interpretación rígida o cerra- 
da por parte de la jurisprudencia, por culpa de una falta 
de clarificacibn o de claridad en el texto. Creemos tam- 
bién que en este tema es lógico presumir un protagonis- 
mo del Senado, en cuanto que tiene una clara proyección 
y ,  sobre todo, porque va a recoger los criterios que han 
sido fijados en esta tramitación. 

Con ello creo que he dado respuesta a la mayor parte 
de las enmiendas planteadas, ratificándome, una vez 
más, en que el proyecto consigue, a través del dictamen 
de la Comisión, racionalizar ese esquema de la organiza- 
ción judicial en el ámbito territorial de la Comunidad 
Autónoma, y ello no solamente se hace de una manera 
clara, sino que creo que engancha y engarza claramente 
con el marco global fijado por nuestra Constitución. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Se suspende la sesión por un cuarto de hora. 
cias, señor Cuesta. 

Se reanuda la sesidn. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se 

Seguimos en el debate de los capítulos 111 y IV del 

¿Turno de réplica? (Pausa.) 
Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

reanuda la sesión. 

Libro i .  

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, yo agradezco la respuesta 
del portavoz socialista a nuestra intervención, que era 
discrepante'en este capítulo del texto que ha surgido de 
la Comisión y que pretendía, según nuestras enmiendas, 
volver al texto del proyecto con alguna modificación. 

Se me ha contestado, señor Presidente, que lo que se 
había configurado en este capítulo sobre los Tribunales 
Superiores de Justicia se ajustaba estrictamente a lo que 
dispone la Constitución y aquellos Estatutos de Autono- 
mía que tienen competencias en dichas materias. Se me 
ha recordado la unidad jurisdiccional, se me han recor- 
dado los preceptos constitucionales, que yo no he puesto 
en cuestión en mi intervención. Yo sólo he dicho que, tal 
como está el texto ahora, disminuye las posibilidades de 
casación que se preveían en el texto inicialmente confi- 
gurado por sus señorías. 

Analizando los Estatutos de Autonomía de Cataluña, 
País Vasco, Galicia y Andalucía, yo creo que estos Estatu- 
tos atribuyen al Tribunal Superior de Justicia la resolu- 
ción de recursos de casación, tanto en materia civil como 
en materia administrativa, en lo relativo al Derecho pro- 
pio de su Comunidad, y esto no lo dice exactamente el 
proyecto. Es decir, donde la Comunidad Autónoma es 
competente para legislar, no en materia penal ni laboral, 
pero sí en materia civil y administrativa, el Tribunal 
Superior de Justicia - e s t a  es la interpretación que noso- 
tros le damos- es el órgano supremo encargado de dic- 
tar jurisprudencia sobre el Derecho propio de la Comuni- 
dad. 

Por lo tanto, en el esquema general del Estado se confi- 
guran dos grandes ámbitos jurídicos: el comun o general, 
en el que es el Tribunal Supremo quien señala definitiva- 
mente la correcta interpretación de los recursos ante él; 
y el propio de la Comunidad, que es el otro sistema en el 
cual los Tribunales Superiores ejercen la función última 
interpretadora y jurisprudencia1 que hasta ahora era ex- 
clusiva del Tribunal Supremo. Esa y no otra es la inter- 
pretación que nosotros hacemos de la Constitución y de 
los Estatutos de Autwomía. Yo sé, señor Cuesta, que la 
unidad jurisdiccional es única; no voy a poner en cues- 
tión artículos .constitucionales que son evidentes y que 
nuestro Grupo asume. No debe recordarme S. S., entre 
otras cosas, el artículo 149 de la Constitución porque este 
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Diputado lo conoce; conoce también la doctrina sobre los 
Tribunales Superiores y lo que se ha escrito sobre el ca- 
rácter casacional o no de muchos de los recursos que 
culminan la instancia en la Comunidad Autónoma, pero 
nosotros creemos que los Estatutos de Autonomía y la 
Constitución deben conceder a esos Tribunales Superio- 
res de Justicia la posibilidad de resolver recursos de ca- 
sación, tanto en materia civil como en materia adminis- 
trativa, en lo relativo a Derecho propio de la Comunidad, 
a Derecho producido por la Comunidad en virtud de sus 
competencias legislativas. Creo que eso no es tan distan- 
te de lo que S. S.  ha dicho en la tribuna, y se ajusta a lo 
que debe ser una interpretación global de la Constitución 
y de los Estatutos de Autonomía. Nosotros seguimos 
manteniendo nuestras enmiendas por lo que respecta a 
la configuración conjunta, tal como explicaba antes des- 
de la tribuna, de lo que son los Tribunales Superiores de 
Justicia en el dictamen de la Comisión. 

En cuanto a que sigue siendo restrictivo, no quiero 
ahora entrar otra vez en la discusión del adverbio ([exclu- 
sivamente)). He oído la respuesta del señor Cuesta, en la 
que anuncia una cierta disposición del Grupo Socialista, 
disposición que creo que se produjo ya en los trámites de 
Ponencia, pero que no se ha concretado todavía. Espero 
que en los sucesivos trámites parlamentarios se pueda 
concretar, bien para suprimir el adverbio ((exclusiva- 
mente)), que sería nuestra pretensión, bien para encon- 
trar una fórmula que, en todo caso, no disminuya las 
competencias o posibilidades de recursos de casación en 
la Sala primera, como ustedes configuran ahora en los 
Tribunales Superiorcs de Justicia. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Tiene la palabra el señor Huidobro. 
chas gracias, señor Trías de Bes. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, señor 
Cuesta, al Grupo Popular en estos capítulos le guía espe- 
cialmente una única intención: conseguir una buena Ad- 
ministración de Justicia y una buena organización de la 
Administración de Justicia. Por ello tenemos que hacer 
referencia en la contestación a tres puntos distintos: uno 
primero, dar  las gracias, precisamente por haberse aco- 
gido esa insinuación de dar  mejor redacción al articulo 
73, aprovechando, al mismo tiempo, para ver si se puede 
dar  también una mejor redacción al artículo 76.  En vez 
de empezar por el número 1, que dice que: ((La Sala 
Segunda del Tribunal Superior de Justicia conocerá, en 
única instancia ... o, empezar sin el número 1 ,  y decir: «La 
Sala Segunda del Tribunal Superior de Justicia conoce- 
ra: 1. En única instancia...)), y seguir con los apartados 
a), b) y c), y detrás los números 2 y 3. 

Respecto al  artículo 75, en nuestra enmienda 1.203 al 
informe de la Ponencia, seguimos insistiendo en el man- 
tenimiento de la misma, ya que creemos que en el recur- 
so de súplica ante la propia Sala contra las resoluciones 
que no  sean sentencias debe establecerse y mantenerse 
igualmente un recurso de  revisión ante la propia Sala en 
los casos previstos en la Ley. Y el recurso excepcional 

ioble, en dos sentidos: cuando se hubiere incurrido en el 
:xceso jurisdiccional, y ' cuando se hubiese dictado una 
sentencia, como se está diciendo en este momento, que 
x l m i n e  el proceso jurisdiccional en el ámbito territorial 
l e  la Comunidad Autónoma, debe admitirse la posibili- 
dad de que se dicten sentencias dentro de ese ámbito 
territorial que den lugar a sentencias distintas, dictadas 
:on distintos criterios cuando se refieren a hechos, situa- 
iiones o relaciones completamente idénticos. Por lo tan- 
to, mantenemos nuestra enmienda en este sentido. 

Por último, respecto al artículo 80, sobre el manteni- 
miento de secciones distintas dentro de las Salas del Tri- 
bunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma 
tn  capitales o provincias distintas, nosotros pensamos 
que es volver por un camino distinto a lo que ya  tene- 
mos, y para este viaje no hacían falta alforjas, como se 
dice en mi tierra. 

Sigo insistiendo respecto a la redacción. Si de lo que sc 
trata únicamente es de que no está bien redactado el que 
la,sede de estas secciones, en el caso de que se manten- 
gan, que parece que sí, va a ser en la provincia donde 
quede la sección, désele esa buena redacción y no habrá 
lugar a que nadie pueda interpretarlo de forma distinta. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Tienc 
la palabra el señor Cuesta. 

El señor CUESTA MARTINEZ: Señor Presidente, voy a 
ser muy breve, por cuanto, en generral, no ha habido 
aportaciones que  pudieran contradecir cn C X C ~ S O  lo ma- 
nifestado anteriormente. N o  obstante, y empezando por 
el señor Huidobro, he de señalar que estamos totalmente 
de acuerdo en la corrección formal del artículo 76 que 
nos ha indicado, en el sentido de que se empiece hablan- 
do, en su número 1 ,  en única instancia, ya que así se 
diferencia la primera instancia de una manera expresa. 
Son ajustes de los cuales vamos a tomar nota. Como no 
son objeto de una enmienda transaccional ni correccio- 
nal expresamente redactada aquí, y puesto que sabemos 
que ahora no van a ser tramitadas, no tenemos ningún 
inconveniente en reflexionar en torno a todos estos ajus- 
tes técnicos y de redacción; estamos totalmente de acuer- 
do. 

Respecto al problema que nos plantea sobre el artículo 
75 en cuanto a los recursos que establecía contra las 
resoluciones del Tribunal Superior de Justicia teniendo 
en cuenta la redacción del texto inicial del proyecto, 
vuelvo a insistir en lo que había dicho anteriormente. 

En cuanto a los recursos de súplica y de revisión, no 
hay nada por nuestra parte en contra de asumirlos expre- 
samente con esa misma capacidad de reflexión, ni hay 
ningún inconveniente en estudiarlo y propiciarlo de cara 
a otros trámites parlamentarios, aunque expresamente 
no figuren esos recursos, aunque, lógicamente, por efecto 
de la legislación procesal, aparecerán y tendrán su conte- 
nido y su reflejo. Lo que no vemos en principio es la 
existencia de ese recurso de casación para la unificación 
de la doctrina, por cuanto que, en principio, el hecho de 
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la posible existencia de distintas secciones en el seno de 
una Sala del Tribunal Superior de Justicia no genera dos 
tribunales distintos; sus sentencias serían del mismo tri- 
bunal y no tendrían mayor problema; es decir, que no es 
preciso unificar sentencias de distintas salas que, confor- 
me se señalaba anteriormente en el proyecto, sí era nece- 
sario, por cuanto que existían una serie de competencias 
en Audiencias Provinciales y en base a las resoluciones 
de las mismas podría producirse disparidades y ,  por su- 
puesto, podría necesitarse la unificación doctrinal a tra- 
vés de un posterior recurso, pero en este caso de los Juz- 
gados de lo contencioso-administrativo se pasa directa- 
mente a la Sala de lo contencioso-administrativo del Tri- 
bunal Superior de Justicia y con independencia de que 
esta Sala pueda tener una o varias secciones; en princi- 
pio, son resoluciones que se conceptúan como de la mis- 
ma Sala del Tribunal Superior de Justicia. 

Respecto al tema planteado en relación con el artículo 
80, toda fórmula de redacción es un tema muy menor, 
toda fórmula de redacción se puede acoger perfectamen- 
te, pero yo  me ratifico en lo que he dicho anteriormente. 
Cuando nos referimos a la capital estamos pensando en 
la capital de la provincia en donde hipotéticamente se 
vaya a ubicar esa sección de la Sala del Tribunal Supe- 
rior de Justicia que se cree. 

Paso a referirme a las matizaciones señaladas por el 
señor Trías de Bes. En primer lugar, lamento no haber 
estado en la primera parte de su intervención. No obs- 
tante, quiero manifestar que si compartimos, como pare- 
ce, la misma filosofía constitucional, el mismo marco 
que hemos reflejado nosotros al justificar el texto del 
dictamen de la Comisión, no vemos la razón para insistir 
en la línea de mantener una esencia casacional respecto 
a esos Tribunales Superiores de Justicia. Por citar una 
sentencia más del Tribunal Constitucional, haré referen- 
cia a aquella en la que se nos afirma que es preciso recor- 
dar también que, de acuerdo con el artículo 122 de la 
Constitución, corresponde a la Ley Orgánica del Poder 
Judicial determinar la constitución, funcionamiento y 
gobierno de los Tribunales de Justicia, es decir, su confi- 
guración definitiva, con lo cual es esta ley fundamental- 
mente la que tiene que realizarlo. 

En la misma línea podría recordar la justificación y la 
explicación de voto que en el debate constitucional dio el 
portavoz de Minoría Catalana, señor Roca Junyent, po- 
nente de la Constitución, cuando nos afirmaba que no se 
trata de sustituir al Tribunal Supremo, porque precisa- 
mente se menciona explícitamente en la enmienda, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 115 -se refería al 
115 del proyecto constitucional-, lo cual quiere decir 
que tiene jurisdicción en todo el ámbito del Estado. Lo 
que hace es crear un Tribunal Superior de Justicia en 
cada una de las Comunidades Autónomas que agota a las 
sucesivas instancias procesales iniciadas en esta Comuni- 
dad Autónoma, pero se agotan aquí sin perjuicio eviden- 
temente de la competencia del Tribunal Supremo y ,  por 
tanto, muy claramente del recurso de casación. 

Son palabras del señor Roca Junyent. Mgicamente, en 
esta filosofía, en efecto, y asumiendo que no obstante, sí 

cabe un cierto tipo de recurso de casación de tipo regio- 
nal en los límites, en los perfiles que la filosofía del 
proyecto fija y determina, no entendemos la necesidad 
de justificar específicamente esa Sala de recursos, por 
cuanto que ya habíamos anunciado e informado ante- 
riormente de la existencia de los distintos órdenes juris- 
diccionales y la desaparición de las audiencias territoria- 
les. Por tanto, la ampliación de la base del Tribunal Su- 
perior de Justicia ya hace que en cada uno de esos órde- 
nes jurisdiccionales exista el recurso correspondiente a 
los distintas resoluciones jurisdiccionales. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Vamos a efectuar las votaciones. 
Señor Huidobro, tiene la palabra. 

chas gracias, señor Cuesta. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, para pe- 
dir votación separada de los artículos 74,  75,  7 8 , 7 9  y 81. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Señor Bandrés, tiene la palabra. 
cias, señor Huidobro. 

El seior BANDRES MOLET: Solicitamos que se vote 
separadamente, por favor, el artículo 74. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Bandrés. 

¿Alguna otra indicación respecto al orden de votación? 
(Pausa.) 

Vamos a votar, en primer lugar, las enmiendas del 
Grupo Parlamentario Minoría Catalana a los Capítulos 
iii y IV. Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 223; a favor, 63; en contra, 159; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Minoría Catalana. 

Votamos a continuación las enmiendas del Grupo Par- 
lamentario Popular a los Capítulos 111 y IV del Título 1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 224; a favor, 63; en contra, '160; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular a los Capítulos 111 y IV. 

Votamos seguidamente las enmiendas del Grupo Parla- 
mentario Mixto suscritas por el señor Bandrés. Comienza 
la votación. (Pausa.) 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 221; a favor, 17; en contra, 204. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del señor Bandrés a los 
capítulos 111 y IV del Título 1. 

Votamos las enmiendas del Grupo Mixto, suscritas por 
el señor Pérez Royo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 221; a favor. 14; en contra. 205; abstenciones. 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del señor Pérez Royo, del 
Grupo Mixto, a los Capítulos 111 y IV. 

Votamos a continuación las enmiendas del Grupo Par- 
lamentario Vasco. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 219; a favor, 14; en contra, 202; abstenciones. 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Vasco, a los capítulos 111 y IV del Título 1. 

Votamos seguidamente el artículo 74, conforme al dic- 
tamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausu.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 220; a favor, 212; en contra, ocho. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da  aprobado por consiguiente el artículo 74, conforme al 
dictamen de la Comisión. 

Votamos a continuación los artículos 72, 73, 76, 77 y 
80, conforme al dictamen de  la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 221; a favor, 169; en contra, 51; abstenciones, 
una. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan en consecuencia aprobados los artículos 72, 73, 76, 
77 y 84, conforme al dictamen de la Comisión. 

Votamos los artículos 75, 78 y 79, conforme al dicta- 
men de la Comisión. El artículo 81, señor Huidobro, lo 
votaremos aparte porque carece de enmiendas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 223; a favor, 218; en contra, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 

dan aprobados los artículos 75, 78 y 79, conforme al dic- 
tamen de la Comisión. 

Votamos por último el artículo 81. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 222; a favor, 219; en contra, tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Oue- 
da aprobado el artículo 8 1 ,  conforme al  dictamen de la 
Comisión. 

Entramos en el debate de las enmiendas a los Capítu- Articuios 

los V y VI del Título 1. Enmiendas del Grupo Parlamenta- a 'O9 

rio Popular. Para su deíensa tiene la palabra el señor 
Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Muchas gracias, señot 
Presidente, señorías, para detender nuestras enmiendas a 
los Capítulos V y Vi. Y puestos a aligerar el debate, en 
primer lugar, señor Presidente, se retira la cnmicnda nú- 
mero 985. 

El resto de nuestras enmiendas al Capitulo V ,  plantea 
un par de cuestiones muy interesantes. La primera cues- 
tión hace referencia a la competencia para el cnjuicia- 
miento de ciertos delitos. 

Se  prevé en el proyecto que los Juzgados de lnstruc- 
ción juzguen delitos de los llamados menos graves. El 
sistema tradicional en Espana fue la separación entre el 
órgano instructor y el órgano de enjuiciamiento. La ins- 
trucción se confiaba a los Juzgados de Instrucción preci- 
samente y el cnjuiciamiento de toda clase de delitos a las 
Audiencias Provinciales. Este sistema quebró en el año 
1968, si no recuerdo mal, al atribuir a los Juzgados cl 
enjuiciamiento de los delitos que sc llamaron menos gra- 
ves, con un antecedente en el año 1962 en la Ley Penal y 
Procesal del Autómovil. Y la Quiebra de este sistema me- 
reció entonces la repulsa prácticamente general de la 
abogacía española. Nosotros pretendemos que se vuelva 
al sistema tradicional, a separar en todo caso la instruc- 
ción del enjuiciamiento. 

La instrucción crea un prejuicio, encauza ya el criterio 
del juzgador en una cierta dirección y luego es  dificilis- 
mo luchar contra él. Todos los que ejercemos con asidui- 
dad la abogacía, todos los que nos ocupamos en defensas 
penales con cierta frecuencia sabemos que nuestro peor 
enemigo, valga la expresión, es el sumario. Ya se ha insi- 
nuado aquí por mi compañero señor Vega Escandón. La 
lucha contra el prejuicio que establece el sumario, con 
sus informes técnicos, informes médicos, informes poli- 
ciales, va estableciendo una dirección que luego es segui- 
da  por el Ministerio Fiscal y que, a veces, desgraciada- 
mente, ya continúa el prejuicio hasta sentencia. Si esto 
ocurre en los procedimientos en los que se separa la ins- 
trucción del enjuiciamiento, en que el enjuiciamiento se 
tramita primero por sumario, iqué  no ocurrirá en los 
procedimientos ante los Juzgados de Instrucción, en lo 
que se llama el procedimiento de diligencias preparato- 
rias? 

Se podría invocar a este respecto una doctrina bastan- 
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te unánime, pero el mejor argumento para pedir que se 
separe la instrucción del enjuiciamiento nos lo ofrecen 
SS. SS. precisamente en este mismo proyecto de Ley, y 
me refiero al artículo 238, que contempla las abstencio- 
nes o recusaciones en su caso. El artículo 238, en su nú- 
mero 10, dice que «Son causa de abstención y, en su 
caso, de recusación: ... Haber sido instructor de la causa 
cuando el conocimiento del juicio esté atribuido a otro 
Tribunal o haber fallado el pleito o causa en anterior 
instancia)). Es decir, es causa de abstención o recusación 
que un Juez de instrucción haya tramitado el sumario y 
que ese Juez llegue luego a la Audiencia, al Tribunal que  
ha de conocer del enjuiciamiento de la causa. ¿Cuál es el 
motivo de esta causa de abstención o recusación? Que al 
haber sido instructor del sumario, tiene, digamos, prácti- 
camente prejuzgado el asunto. (El señor Vicepresiderite, 
Carro Marttnez, ocupa la Presidencia.) Pues bien, si existe 
aquí esta causa de abstención y recusación, ¿qué decir 
cuando el propio Juez es el que instruye y falla la causa 
penal? 

Obviamente, si el proyecto de ley mantiene este motivo 
de abstención o, en su caso, de recusación tiene que ser 
congruente, tiene que ser coherente y tiene que separar 
la instrucción del enjuiciamiento en todos los casos por- 
que, una de dos, o se mantiene esta causa de abstención 
y se admite mi enmienda o si se mantiene que un mismo 
órgano puede ser instructor y juzgador hay que suprimir, 
me parece obvio, esta causa de abstención o, en su caso, 
de recusación. 

N o  encaja que una persona pueda ser recusada por 
haber sido instructor y luego ascender a un Tribunal que 
ha de conocer de la causa y que, sin embargo, se manten- 
ga para lo que se llaman delitos menos graves - c o m o  si 
se pudiera hablar de delitos menos graves- el procedi- 
miento de que sea el mismo oigano el de instrucción y el 
de enjuiciamiento. 

La segunda cuestión que plantean nuestras enmiendas 
a este Capítulo es la del recurso para las resoluciones de 
los Jueces. N o  nos convence que un Magistrado de la 
Audiencia, actuando como órgano unipersonal, pueda co- 
nocer de los recursos contra resoluciones dictadas por un 
Juez o por un Magistrado que esté al frente de un Juzga- 
do. Entendemos que tendría que ser un Tribunal colegia- 
do. Entendemos que tendría que ser la Audiencia. Y esto, 
¿por qué? Porque no hay la menor garantía de que la 
opinión del Juez unipersonal de apelación sea más valio- 
sa que la del Juez de instancia. Con mucha frecuencia se 
dará el caso de que un Magistrado lleno de ciencia y de 
experiencia vea revisadas sus sentencias por un Magis- 
trado mucho más inexperto. Si es un Tribunal pluriper- 
sonal, un Tribunal colegiado, la garantía es mucho 
mayor. 

Voy a poner un ejemplo, si me lo permite el señor 
Ministro de Justicia. Si un Magistrado de su brillantez, 
de su magnífica formación jurídica - d e  la cual no cabe 
dudar, aunque hoy esté puesta al servicio de una causa 
política obviamente discutible- se reincorporase a un 
Juzgado como Magistrado, podría ver sus opiniones revo- 
cadas o conocidas, por lo menos, por un Magistrado, val- 

ga la expresión, novato. Hoy hay Magistrados que llevan 
menos de  cinco anos en la carrera judicial y creemos que 
no es garantla que estos Magistrados puedan conocer 
ellos solos, actuando como órgano unipersonal, de las 
sentencias, de las resoluciones de personas mucho más 
formadas, con un mayor bagaje jurídico y con una mayor 
experiencia jurídica. 

Se  me dirá que este sistema es el que rigió siempre. 
Efectivamente, Juzgados de Primera Instancia e Instruc- 
ción conocían como órgano unipersonal, de resoluciones 
de Juzgados de Distrito; pero el sistema era completa- 
mente distinto. Los Jueces tenían una distinta capacita- 
ción, unos distintos estudios, mucho más amplios y com- 
pletos en los Jueces de Primera Instancia e Instrucción. 
Eran unos Jueces con muy superior capacitación, con 
muy superior preparación quienes conocían las resolu- 
ciones de un Juez obviamente con inferior capacitación. 
Basta comparar los programas de oposiciones que tenían 
que soportar unos y otros. 

Desde que se unificó la carrera judicial, desde que to- 
dos los Jueces tienen la misma formación y la misma 
capacitación carece de sentido que la opinión de uno 
pueda prevalecer sobre la de otro. La garantía es que 
sean varios los que conozcan sobre las resoluciones, que 
sea el Tribunal Colegiado, que sea en este caso concreto 
la Audiencia Provincial. 

Respecto a las otras enmiendas, señor Presidente, la 
1.210 relativa a la supresión del artículo 91 se mantiene 
por sus propios fundamentos que no requieren mayor 
explicación. Lo mismo la 1.239. 

En cuanto a la 987 relativa al Jurado del artículo 92, 
que mereció una curiosa intervención en su día en Comi- 
sión, la mantenemos, porque nuestra opinión es que debe 
establecerse ya en este proyecto de Ley el tipo de Jurado 
que queremos para nuestra Nación. Entendemos que los 
Jueces legos, jurados, sólo deben conocer de los hechos, 
dejando la aplicación del Derecho, en todo caso, para los 
Jueces profesionales, para los Jueces de carrera. 

En cuanto al Capítulo VI, señor Presidente, nuestras 
enmiendas 988, 989 y 990, no tienen necesidad de expli- 
cación alguna. Obedecen a la coherencia con nuestra pos- 
tura de suprimir la Justicia lega, supresión defendida ya 
aquí ayer brillantemente, con sólidos argumentos, por el 
Diputado de mi Grupo señor Huidobro. 

En cuanto a las enmiendas 1.212 al artículo 98 y 1.213 
al artículo 99, pretenden que no se separen los Juzgados 
de Primera Instancia de los de Instrucción, que no haya 
Juzgados especiales para materias concretas, como son 
Juzgados de Familia, Juzgados de Derecho, para el Dere- 
cho Mercantil, como apunta el proyecto, etcétera. No so- 
mos partidarios de esta especialización en los brdenes 
civil y penal, ya que creemos que va en contra de la 
formación global de  los Jueces. 

Uno de los mayores aciertos que en su día hubo en la 
Administración de Justicia fue dar competencia en mate- 
rias civiles a las Audiencias Provinciales, y este mismo 
acierto se mantiene y se acrecienta aún más en el proyec- 
to de Ley que nos ocupa. A l  ampliar todavía más las 
competencias de las Audiencias Provinciales en materia 



- 
CONGRESO 

8853 - 
22 DE MARZO DE 1985.-NÚM. 192 

de apelación civil, prácticamente se les da  toda la mate- 
ria de  apelación en el orden civil, y esto enriquece nota- 
blemente a los Magistrados de esas Audiencias que antes 
se encasillaban únicamente en el Derecho Penal. Por la 
misma razón que se atribuyó entonces y se mantiene 
ahora la competencia civil y penal a las Audiencias Pro- 
vinciales, pedimos que se mantengan unidos los Juzga- 
dos de  Primera Instancia e Instrucción, y que estos co- 
nozcan de todas las materias civiles, porque pensamos 
que sería un error que algunos Jueces se dediquen exclu- 
sivamente a lo penal, otros a lo civil, unos al derecho de 
familia, otros al derecho mercantil, lo que en mi opinión 
acarreará inevitablemente un empobrecimiento en su 
formación jurídica. 

La enmienda 1.214 al artículo 103 se mantiene tam- 
bién, señor Presidente, por sus propios fundamentos que 
son bien explícitos. 

En cuanto al voto particular «in voce» al artículo 108, 
tiene por objeto el mantenimiento del primitivo texto de 
la Ponencia en cuanto a los Jueces de  Menores. Esta re- 
dacción, la redacción del texto de la Ponencia, al hablar 
de funciones reeducadoras, reformadoras y de reinser- 
ción social, es mucho más rica, establece ya cuál es la 
política a seguir con los menores que hayan tenido la 
desgracia de infringir Leyes penales, y no se entiende 
muy bien por qué en este proyecto, que regula la Admi- 
nistración de Justicia en general, al hablar de estos Juz- 
gados hay que remitirse a otra Ley, cuando es ésta preci- 
samente la que debe establecer las competencias de  los 
órganos judiciales. Este es el mismo argumento que utili- 
cé ayer en relación con los Juzgados de  orden penal, cuya 
competencia se remitía también a Leyes procesales pos- 
teriores. O regulamos aquí también las competencias de 
todos los órdenes judiciales, de todos los juzgados o de 
ninguno, lo cual sería ilógico. 

Por último, señor Presidente, y con esto termino, se 
retira la enmienda 1.249. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martinez): La en- 

El Grupo Vasco tiene una enmienda, la 193, y para su 
mienda que se retira es la 1.241 al artículo 95. 

defensa tiene la palabra la senora Villacián. 

La señora VILLACIAN PENALOSA: Señor Presidente, 
le ruego que se someta a votación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Se so- 

El señor Bandrés tiene la enmienda número 15, ¿la va 
meterá a votación en su momento. 

a defender? 

El señor BANDRES MOLET: Sí, señor Presidente. 
Voy a defender no la enmienda 15, porque esa qued6 

defendida ya con la 9 y no tiene sentido defenderla, pero 
creo que tengo la enmienda 17 al artículo 110, número 1. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Puede 
defenderla, señor Bandrés. Tiene la palabra. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, esta 
enmienda al artículo 110 simplemente propone que en 
cada municipio con jurisdicción en los té-rminos corres- 
pondientes habrá uno o más juzgados de paz, y se opone, 
en consecuencia, al texto del dictamen que determina 
que solamente habrá Juzgado de Paz en aquellas pobla- 
ciones o ciudadades donde no exista un Juzgado de Pri- 
mera Instancia e Instrucción. 

Nosotros creemos, y así lo manifestamos en los diferen- 
tes trámites, que esta ,justicia menor, pero también esta 
justicia entrañable, próxima, cercana al pueblo, esta jus- 
ticia pacificadora, arbitral, para asuntos de pequeña o 
mínima cuantía, tiene que ser una ,justicia inmediata, 
debe ser una justicia que exista para todos los ciudada- 
nos. 

N o  acabamos de comprender bien por quk unos ciudü- 
danos que viven en una ciudad donde haya un Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción no tendrán una justi- 
cia municipal o de paz, y sí la tendrán, en cambio, los de 
aquellos municipios que no gozan o no  sufren, depende, 
del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción. 

Entonces, nosotros creemos que esta presencia de la 
justicia menor, de la justicia de paz no  es incompatible 
con la función de los juzgados de primera instancia e 
instrucción, es complementaria y daría lugar, además, a 
que en los grandes núcleos urbanos, en los grandes ccn- 
tros, para evitar precisamente esa separación o descono- 
cimiento de quien va a ser luego el Juez de Paz, en razón 
del sistema de cle n de que hablaremos más adelante, 
podría haber unos jueces de paz de barrio, es dccir, va- 
rios jueces de paz en la gran ciudad, pero distribuidos 
por barrios. 
Yo creo que esto, además, evitaría que se recargue de 

trabajo, innecesario y pequeño por otra parte, a los juz- 
gados de primera instancia e instrucción, e incluso sería 
más conforme al principio de igualdad, es decir, todos 
los ciudadanos, todos los españoles tienen derechos igua- 
les ante la Ley, y aquí nos encontraríamos con que un 
ciudadano de una ciudad como San Sebastián tendría su 
Juez de Primera Instancia e Instrucción, su Audiencia 
Provincial, su Tribunal Superior de Justicia, aunque no  
lo desearía tendrá que tener su Audiencia Nacional, y 
finalmente el Tribunal Supremo, y ,  sin embargo, un veci- 
no de  Hernani, por ejemplo, tendría su Juez Municipal y 
todo lo demás que tiene el de San Sebastián, y sería más 
conforme a ese principio de igualdad. 

Si me permite la Presidencia, ya que estoy en el uso de 
la palabra, diría también algo sobre el procedimiento de 
elección que constituye el núcleo de mi enmienda núme- 
ro 18. Nosotros respetamos, y nos parece bien, que sean 
elegidos los Jueces de Paz por este procedimiento de elec- 
ción indirecta a través de  los ayuntamientos, elegidos 
ahora por mayoría absoluta de los concejales, pero prefe- 
riríamos que fueran elegidos, como pretende nuestra en- 
mienda al artículo 113.2, directamentc por el pueblo que, 
en definitiva, es el depositario de la legitimidad, o si se 
quiere de  la justicia, ya que la propia Constitución deter- 
mina, y no creo que lo haga de  un modo simbólico, que 
la justicia emana del pueblo. Creo que además de ser un 
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método más democrático, daría plena eficacia al princi- 
pio constitucional de delegación de la Administración de 
Justicia por el pueblo, a través de sus representantes, en 
el Poder Judicial, y,  además, soslayaría un recorte que se 
hace desde la derecha al sistema de elección, en el senti- 
do de que si los Ayuntamientos eligen a los jueces de paz, 
éstos van a estar mediatizados por los propios Ayunta- 
mientos. Si la elección se hace directamente por el pro- 
pio pueblo, por los electores del ámbito territorial en que 
va a tener jurisdicción ese juez de paz, ese recorte queda- 
ría soslayado. 

Señor Presidente, le ruego tenga por defendida mi en- 
mienda 17 al artículo 110, párrafo primero, que encaja 
dentro de este bloque de artículos, e, igualmente, le rue- 
go también que, para su momento, dé por defendida la 
18, que sé que va al bloque siguiente, pero como es posi- 
ble que por razones de viaje yo tenga que ausentarme del 
hemiciclo, le ruego que quede por defendida y se ponga 
en su momento a votación. Gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 
cias, señor Bandrés, así se hará en el momento de las 
votaciones. 

Comoquiera que en este momento están acumulados 
en este debate los Capítulos V, VI y Vi1 ... 

El señor PILLADO MONTERO: El VI1 no, señor Presi- 
dente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Pillado, S. S.  ha defendido alguna enmienda ... (Pausa.) 
Quedan enmiendas al Capítulo VII, del Grupo Popular. 
Bien, entonces, solamente están acumulados en este trá- 
mite los Capítulos V y VI. 

Al Capítulo V no quedan enmiendas por defender. 
¿Hay algún Grupo que tenga enmiendas al Capítulo VI?  
(Pausa.) Minoría Catalana. ¿Algún Grupo más? (Pausa.) 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, mi Grupo va a defender 
aquí las enmiendas que restan a los Capítulos VI y VII, 
referentes a los Juzgados ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Efecti- 
vamente, ha sido así autorizado por la Presidencia para 
acumular la defensa de las enmiendas al Capítulo VII. 
Así pues, en este momento, el señor Trías de Bes va a 
defender las enmiendas a ambos Capítulos. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Gracias, señor Pre- 
sidente. Se trata de enmiendas que son muchas de ellas 
de precisión puramente técnica, que no tienen en sí una 
profundidad política ni mucho menos. 

La primera de ellas, la enmienda 440, se refiere al artí- 
culo 102 del proyecto. Con dicha enmienda se pretende 
que en el número 1 de dicho artfculo, que dice: UEn cada 
provincia con jurisdicción en toda ella y sede en su capi- 
tal habrá uno o más Juzgados de lo Social. También po- 

drán establecerse en poblaciones distintas de la capital 
de provincia ...., a continuación de esto, querriamos aña- 
dir un inciso que dijera: a y  con jurisdicción en el partido 
o agrupación de partidos correspondientes ... m y luego se- 
guiría igual el texto de este número 1 del artículo 102. 

Esta enmienda no tiene otra finalidad que la de am- 
pliar el campo de posibilidades de creación o de estable- 
cimiento, según las necesidades del servicio, de más Juz- 
gados de lo Social. 

En cuanto a la enmienda 441, al artículo 103, pretende 
una redacción distinta de la del proyecto. El proyecto, en 
su texto dictaminado por la Comisión, dice: *Los Juzga- 
dos de lo Social conocerán en primera o única instancia 
de los procesos relativos a la rama de lo social del Dere- 
cho ... u. Nuestra enmienda pretende volver a una distri- 
buci6n más tradicional, es decir, los Juzgados de lo So: 
cial conocerán: 1.  En única instancia ... 2.  De los recursos, 
porque supongo que los Juzgados de lo Social también 
conocerán de los recursos de lo Social, en el sentido que 
ya viene relatado en la enmienda 441, y que no voy a 
repetir a SS. SS. para ser más breve. 

En el artículo 107, que habla de los Jueces de Menores, 
nuestro Grupo pretendía añadir uin fine)), es decir al fi- 
nal del artículo, un párrafo en el que queden a salvo las 
competencias de las Comunidades Autónomas. Es la clá- 
sica coletilla, ya tan habitual, que solemos introducir 
como enmienda y que dice: «En todo casa, se respetarán 
las competencias que sobre delimitaciones de demarca- 
ción de órganos judiciales estén atribuidas a las Comuni- 
dades Autónomas». 

La enmienda 444, al artículo 108, ya suscitó un cierto 
debate en Ponencia y Comisión respecto a la función de 
los Jueces de Menores. Recuerdo que en Ponencia -y no 
sé si en Comisión- se planteó el problema de si se debía 
especificar cuáles eran esas funciones y se quedó, en un 
principio, tal como viene hoy en el proyecto, en que no se 
especificarían dichas funciones de los Jueces de menores. 

Lo que ocurre es que hoy, tal como viene el artículo 
108, a los Jueces de menores se les confiere una función 
en la que sólo tienen intervención en los casos de delito o 
falta, es decir, corregir delitos, faltas o conductas que 
supongan infracción o que estén tipificadas en la ley co- 
mo delito o falta. 

Yo creo que a este artículo le falta una función propia 
de los Jueces de Menores que es la de protección o tutela, 
porque me da la sensación de que habiéndoles desposeí- 
do de toda descripción de sus funciones, tal como viene 
en el dictamen de la Comisión, estamos limitando la fun- 
ción de los Jueces de Menores a una función simplemente 
represiva. Además, nuestro Grupo cree, y esa es la razón 
de haber mantenido la enmienda 108, .que existen otras 
funciones de los Jueces de Menores que no son las estric- 
tamente represivas en el ámbito penal. Yo no sé si con la 
redacción del proyecto quedan suficientemente cubiertas 
todas aquellas posibilidades que quizá tendrían que atri- 
buirse a los Jueces de Familia o a los Jueces de la juris- 
dicción civil ordinaria, a los Juzgados de Primera Instan- 
cia, en cuanto a protección y tutela de menores; es posi- 
ble, pero el temor de nuestro Grupo es que si no introdu- 
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cimas en el artículo 108, como explicación de las funcio- 
nes de  los Jueces de  Menores, una cierta función protec- 
tora o de tutela, nos quede un vacío legal hasta que no se 
desarrollen las leyes correspondientes a las que se refiere 
el artículo 108. 

En el artículo 1 1  1 ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Señor 
Trías de  Bes, el artículo 1 1  1 corresponde ya al Capítulo 
Vi1 y aunque la Presidencia había considerado aceptable 
que defendiesen todas las enmiendas del Grupo también 
a este Capítulo, por corigruencia con el debate que esta- 
mos realizando, ya que los demás Grupos solamente han 
defendido las enmiendas a los Capítulos V y VI, vamos a 
dejar la enmienda que iba a defender S.  S. para el si- 
guiente turno de debate, por congruencia, repito, con el 
sistema que se está llevando a cabo. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Muv bien, señor 
Presidente. como S.  S. ordene. 

El senor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Como 
parece que están defendidas todas las enmiendas a los 
Capítulos V y Vi,  queda solamente el turno en contra. 

Tiene la palabra el senor Navarretc. 

El señor NAVARRETE MERINO: Señor Presidente, se- 
nores Diputados, como hice en mi intervención anterior, 
voy a ir tratando las enmiendas que hay a los artículos 
correlativos del proyecto, de los dos Capítulos que esta- 
mos examinando en este momento. 

En primer lugar, tenemos la enmienda 1.209, del Gru- 
po Popular, al artículo 90, que tiene por objeto la regula- 
ción de las competencias de las Audiencias Provinciales. 
La oposición y la razón de la enmienda del Grupo Popu- 
lar es la separación de la instrucción y de las fases del 
juicio oral, y no solamente la separación sobre la que se 
insiste que quede constancia en la redacción del artículo 
sino la atribución de cada una de dichas fases a dos órga- 
nos judiciales distintos por entender que así se refuerzan 
las garantías del proceso penal. 

Nosotros entendemos que una cosa es la separación de 
la fase instructoria de un proceso penal y de su fase oral 
y otra cosa muy distinta es la atribución de cada una de 
dichas fases a órganos judiciales diferentes, porque mien- 
tras que lo primero viene requerido por la técnica proce- 
sal que se emplea a partir de la desaparición de los órga- 
nos judiciales inquisitoriales, lo segundo no viene reco- 
nocido unánimemente o universalmente por la doctrina 
procesal. Es más, podríamos decir que la tendencia que 
abunda en la moderna doctrina procesal es justamente la 
contraria: la atribución, si bien en momentos procesales 
diferentes, de ambas competencias al mismo órgano ju- 
dicial. Pero si estimara el proponente de la enmienda 
-como ha defendido ante esta tribuna- que es consus- 
tancial con la garantía del procedimiento penal la atri- 
bución de ambas fases a órganos judiciales diferentes, 
tendría que haber presentado similares enmiendas cuan- 
do  hemos hablado de las personas aforadas, en donde se 

reconoce al Tribunal Supremo, en donde se reconoce a la 
Audiencia Nacional y en donde se reconoce a los Tribu- 
nales Superiores de Justicia, el conocimiento tanto de la 
fase instructoria como de  la fase oral en los procedimien- 
tos que tienen que ver con las personas aforadas. Por 
consiguiente, no entendemos que en el caso de que al 
Derecho Procesal quiera dotarse de las mayores garan- 
tías por la peculiar personalidad pública de determina- 
dos sujetos de un procedimiento, que esas garantías de 
atribución de las distintas fases procesales a órganos dis- 
tintos, el Grupo Popular no las exija y las exija en  este 
instante. 

Por otra parte, ha dado un fundamento de su enmien- 
da  1.209, que tenía que ver con la supuesta madurez o 
inmadurez de los Magistrados cuando actúan uniperso- 
nalmente para constituirse en órganos a í'uer de los re- 
cursos procesales. 

Y o  no entiendo nada; me parecía a mí, cuando y o  estu- 
diaba Derecho Procesal, que se hacía una distinción - 
que yo admito, que sigo admitiend- entre remedios v 
recursos, según que la revisión de un acto procesal se 
realice por el mismo órgano que dicta dicho acto o por 
un órgano diferente, y desde luego el remedio siempre 
aparece, digamos, como una segunda reflexión por la 
misma persona, pero sin la trasccndeticia que tiene cl 
auténtico recurso. (E1 seilor Vicepresidente, Torres Boicr- 
sault, ocupa la Presidericiu.) Ahora bien, el llevar las ga- 
rantías de contt-ol de los procedimientos a que la revisión 
del órgano tenga un carácter colegiado, me parece, pri- 
mero, que es poco respetuoso con la consideración que 
merecen individualmcntc cada una í ic las personas quc  
integran un organo colegiado v ,  segundo, que no  tiene 
ninguna justificación doctrinal. sobre todo. ya lo dije en 
Comisión, si se tiene en cuenta que son en delinitiva los 
órganos colegiados una suma o si se desea una integra- 
ción de actuaciones unipersonales, y actuaciones uniper- 
sonales que algunas veces, teniendo incluso el rclicvc de 
que las sentencias se elaboran por un Magistrado propo- 
nente, ya  que no vemos por que un Magistrado propo- 
nente puedc tener capacidad para proyectar una deter- 
minada sentencia y no la puede tener para resolver un 
determinado recurso. 

Por otro lado, se pide la supresión del artículo 91 por 
entenderse que, según el texto que nosotros estamos 
apoyando, sólo van al Tribunal Supremo las causas por 
delito o faltas cometidos por Magistrados de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia. 

En este esfuerzo que está realizando el Grupo Popular 
por ser más puristas que nadie, desean que todo juicio 
referente a un magistrado o a un fiscal sea visto o conoci- 
do por el Tribunal Supremo. A nosotros nos parece que 
es un criterio, como tantas veces ocurre en la doctrina 
jurídica, discutible, defendible, opinable, pero que no es 
mejor, en nuestra opinión, que el que contiene el texto 
que apoyamos. 

Sobre el tema de la segunda enmienda del Grupo Po- 
pular, referente a que en vez de hablarse de causas se 
hable de instrucción y fallo, creo que este tema, que re- 
petidamente sale en las enmiendas de dicho Grupo, es 
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más de Ley de  En.juiciamiento Criminal que de Ley Or- 
gánica del Poder Judicial. Por más que pongamos aquí 
una y otra vez la separación necesaria y evidente entre 
instrucción y fallo de un procedimiento judicial, en defi- 
nitiva la virtualidad reside en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que tiene que regular el procedimiento penal 
con todas las garantías exigidas por la doctrina jurídica. 

Hay una enmienda que no ha defendido el Grupo, aun- 
que la deja para votación. la 1.239, referente a la petición 
dc fuero especial para los Secretarios judiciales. Este ca- 
mino nos conduciría a que el fuero judicial deje de con- 
vertirse cn fuero por su carácter de generalidad. ¿Por qué 
a los secretarios judiciales sí y a los municipales no? ¿Por 
que a los secretarios judiciales sí y a los jefes de negocia- 
do o de sección de un departamento ministerial no? Por 
este camino lo que hacemos, más que reforzar los fueros 
procesales, es darles tal carácter de generalidad que pier- 
den su consecuencia y ,  al final. van a ser solamente los 
parias los que van a ser juzgados en procedimientos ordi- 
narios y por los órganos que tienen las competencias or- 
dinarias para hacerlo. 

El artículo 92 tiene tambibn una enmienda del Grupo 
Popular, en donde se proyecta, yo no diría la peculiar 
concepción del Grupo Popular sobre la institución del 
jurado, ya que es una enmienda individual de un Diputa- 
do de dicho Grupo Popular, pero es una enmienda que, 
en mi opinión, se podría criticar con aquello de «dema- 
siado para Cálvcz)) y me parece que el momento 110 cstá 
suficicntcmente niaduro como para anticipar más lejos 
de  lo que  hace el proyecto, rectificando los criterios, los 
principios jurídicos en que se inspira la regulación del 
jurado. 

Nos parece que se ha avanzado prudenteniente y que 
debe haber una reflexión más sosegada sobre cómo que- 
renios regular e n  detalle esta importantc institución que 
viene a reforzar y a cumplir el papel de la Constitución 
e n  el tema del Poder Judicial. 

N o  ha sido defendida la importante enmienda del Par- 
tido Comunista sobre el tema del jurado y ,  por consi- 
guiente, nosotros tampoco vamos a entrar en su examen. 

La enmienda 988, al artículo 93, pretende la creación 
de la figura de los juzgados de primera instancia e ins- 
trucción itinerantes, que en  realidad tiene su precedente 
en el derecho comparado; creo recordar que en el dere- 
cho anglosajón existe esta figura jurídica, lo que pasa es 
que no entronca con nuestro sistema judicial, no entron- 
ca con la reforma que se ha hecho recientemente de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil y ,  por consiguiente, nos pa- 
rece que es mejor la fórmula abierta que se contiene en 
el articulo 93 que esta figura jurídica exótica que preten- 
de introducir el  Grupo Popular. 

En el  artículo 94 se pretenden suprimir dos párrafos 
del proyecto. Uno de ellos, que hace referencia a la com- 
petencia de los juzgados de primera instancia e instruc- 
ción en los actos de jurisdicción voluntaria, y un segundo 
que pretende sustraer o evitar la mención de los jueces 
de paz en dicho artículo. La segunda la entendemos, es 
coherente con la posición que con respecto a los juzgados 

de paz mantienen y por la exaltación de (( titulitis)) que 
tiene el Grupo Popular, que presente dicha enmienda, 

La supresión de los actos de jurisdicción voluntaria no 
lo comprendernos. La jurisdicción voluntaria correspon- 
de a una necesidad, no inventada, sino bastante tradicio- 
nal, del ordenamiento jurídico. Ha sido tambikn tradicio- 
nal el que se repartieran las competencias en los actos de 
jurisdicción voluntaria entre la llamada entonces justicia 
municipal y los juzgados de primera instancia. Desapare- 
cida la justicia municipal, integrados en la unidad de 
jurisdicción todos los órganos judiciales, aún vemos me- 
nos razón para que se supriman las competencias que los 
juzgados de primera instancia deben necesariamente te- 
ner en los actos de jurisdicción voluntaria. 

El Grupo Vasco presenta una enmienda, la 193, al artí- 
culo 96, que se da por contestada por cuanto hemos tcni- 
do  ocasión de  manifestar esta mañana, y se manifestó 
por otros companeros de nuestro grupo ayer, acerca de la 
Audiencia Nacional o Juzgados Centrales de Instrucción. 

La enmienda número 15, del senor Bandrks, al artículo 
97, es tambikn coherente con su pensamiento y ,  por con- 
siguiente, nos remitimos a lo expresado sobre cl tema de 
los Juzgados Centrales de Instrucción y Audiencia Nacio- 
nal. Igualmente la 194, del Grupo Vasco. 

La enmienda 1.212, al artículo 98, del Grupo Popular 
pretende su supresión porque considera que la separa- 
ción entre el juzgado de instrucción y el juzgado de pri- 
mera instancia en casos excepcionales, como se contem- 
pla en el  texto del proyecto, es contraria a la formación 
empírica de los jueces. Nosotros pensamos que los Jueces 
no son una especie de siervos de la gleba que, de una vez 
y para toda la vida, están amarrados por una cadena a 
un determinado juzgado y van a tener la posibilidad de 
servir en diferentes juzgados. Por otra parte, su presencia 
en un órgano judicial en donde se hubieran separado las 
competencias penales de las competencias civiles, sería 
puramente temporal. Además. con el respeto tan profun- 
do  que ustedes sienten por las oposiciones. nosotros cree- 
mos que no se va a desdorar la formación profesional de 
los jueces porque tenga lugar lo que se indica en el artí- 
culo 98. 

Sobre el artículo 99, se pide tambikn la supresión de 
un precepto similar, que autoriza, en ciertos casos, la 
especialización de  algunos juzgados en temas de Derecho 
de familia y materias específicas penales, civiles o mer- 
cantiles. Mire usted, yo soy contrario también a la rspe- 
cialización; me parece que es algo negativo para la for- 
mación jurídica, pero una especialización puramente 
temporal contribuye, quizá, a hacer erudita a una perso- 
na en un tipo determinado de conocimientos profesiona- 
les. 

Al  artículo 100 hay una enmienda «in vote» del Grupo 
Popular que pretende, en este caso sí, que se constituyan 
juzgados especializados en temas contencioso-adminis- 
trativos. Nosotros no sabemos por quk en unos casos se 
opone el Grupo Popular a la especialización en materias 
tan generales como el Derecho civil o el penal y ,  sin 
embargo, cuando llegamos a una materia especial, como 
es la contencioso-administrativa, hay una enmienda c( in 
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vote» por la que pretende el Grupo Popular que existan 
jueces de lo contencioso-administrativo, especializados 
en una o en algunas materias. A mí me parece que es 
menos defendible en este caso que en cualquier otro por 
una razón, porque la Ley de Procedimiento Administrati- 
vo tiene la característica de ser derecho general, aplica- 
ble en la mayoría de los casos, de una manera primaria 
y, en ciertos casos excepcionales, como el régimen local, 
las administraciones locales, aplicable supletoriamente, 
pero es derecho general. Por consiguiente, al tener como 
fundamento y casi como base principal la actuación de 
cualquier órgano contencioso-administrativo, la especia- 
lización en la Ley de Procedimiento Administrativo la 
consideramos antinatural. 

En el artículo 101 y referente a los juzgados de lo so- 
cial, se han presentado varias enmiendas por los Grupos 
Mixto y Minoría Catalana, en relación con la posibilidad 
de que se establezcan juzgados de lo social, no solamente 
en una capital de provincia y con jurisdicción para todo 
el ámbito de dicha provincia, sino en varias poblaciones 
de un ámbito inferior al provincial. Las enmiendas de la 
oposición, tanto del Grupo Mixto, como de Minoría Cata- 
lana, tienen por objeto que esta reducción de la jurisdic- 
ción al existir distintos órganos de jurisdicción social en 
una misma provincia, hagan referencia a un partido; re- 
ferencia que nos parece impropia, porque el partido en 
este proyecto de ley orgánica que estamos discutiendo 
hace siempre referencia no a otros órdenes jurisdicciona- 
les, sino al orden jurisdiccional civil y penal. 

Si además nos vamos específicamente al tema social, 
podemos observar que en la práctica dondc se ha obliga- 
do a la constitución de diferentes magistraturas dentro 
de una misma provincia, tiene que ver con particularida- 
des del proceso de producción, cuencas mineras, zonas 
marítimas, zonas turísticas, que pueden ser las que po- 
tencialmente nos hagan pensar que en Benidorm, en 
Mieres o en Huelva, pueda ser necesaria la existencia de 
varios juzgados de lo social. 

Por ello, atendiendo a lo que tienen de justificado las 
enmiendas de la oposición, pero intentando situarlas 
más técnicamente, nosotros propondríamos una enmien- 
da transaccional al apartado 1 del artículo 102, que di- 
ría: «En cada provincia con jurisdicción en toda ella y 
sede en su capital, habrá uno o más juzgados de lo social. 
También podrán establecerse en poblaciones distintas de 
la capital de provincia cuando las necesidades del servi- 
cio o la proximidad a determinados núcleos de trabajo lo 
aconsejen, delimitándose en tal caso el ámbito de su ju- 
risdicción~. Con esto creemos que damos satisfacción a 
lo que de legítimo tienen las pretensiones de las enmien- 
das que acabo de comentar. 

En el artículo 103 nos encontramos con dos enmien- 
das, la 1.214 y la 441, la primera del Grupo Popular y la 
segunda de Minoría Catalana. Las dos se pueden contes- 
tar de la misma forma, ya que por plagio, por sobrenatu- 
ral coincidencia o afinidad ideológica, la enmienda 441, 
del Grupo Minoría Catalana, se parece como una gota de 
agua a otra gota de agua a la enmienda 1.214 del Grupo 
Popular. En ellas se expresan unas preferencias; se pre- 

fiere que en vez de decirse «rama social del Derecho)), se 
hable de umaterias laborales, Seguridad Social y sindi- 
cales)). Nosotros creemos que es más simple y es siempre 
un valor literario a tener en cuenta en la redacción de 
cualquier texto jurídico, la dicción que emplea el artícu- 
lo 103. 

Al artículo 107 tenemos otra enmienda del Grupo Mi- 
noría Catalana, la enmienda 443, que lo que quiere es 
que se deje constancia expresa de que se respetan las 
competencias autonómicas; competencias autonómicas 
que no es necesario decir, cada vez que se haga un texto 
legal, que se respeten. 

Al artículo 108, teniendo nosotros en cuenta también 
en este caso lo que de legítimo tienen las pretensiones dc 
la oposición, proponemos una enmienda transaccional 
que daría al articulo 108 la siguiente redacción: ((Corres- 
ponde a los jueces de menores el ejercicio de las funcio- 
nes que establezcan las leyes para los menores quc hu- 
bieren incurrido en conductas tipificadas por la ley como 
delito o falta.. Y se añadiría -y éste sería el texto nuevo 
de la enmienda transaccional- <(y aquellas otras que, en 
relación con los menores de edad, les atribuyan las 
leyes)), con lo cual el precepto tendría una gran amplitud 
y podría ser susceptible de que esas funciones que uste- 
des quieren y nosotros deseamos que se recojan en la Ley 
orgánica se pudieran incluir ulteriormente, cuando se de- 
sarrolle el orden jurisdiccional de los menores. 

Con ello termino el Capítulo VI.  

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Se 
servirá S. S .  facilitar a la Presidencia sus enmiendas 
transaccionales. 

iTurno de réplica? (Pausu.) Tiene la palabra el señor 
Pillado. 

El señor PILLADO MONTERO: Muchas gracias, señor 
Presidente. Intervendré muy brevemente, sólo para hacer 
algunas puntualizaciones a la contestación del señor Na-  
varrete. 

La incompatibilidad entre el órgano instructor y el juz- 
gador la mantienen SS.SS. ;  viene reconocida por 
SS. SS. en el artículo 238, párrafo 10, al hablar de las 
abstenciones y recusaciones. Si un juez que ha sido ins- 
tructor y luego pasa a formar parte del tribunal de justi- 
cia juzgador debe abstenerse o, en su caso, puede ser 
recusado, la misma razón hay para que tampoco pueda 
conocer de la instrucción y del enjuiciamiento otro juez 
en otro tipo de delitos. 

Evidentemente, señorías, la opinión de que esos son 
delitos menos graves, delitos de poca categoría, y que 
aquí las garantías no tienen que ser tan elevadas, no la 
comparto. La justicia no es una categoría cuantitativa, es 
una categoría cualitativa, y lo mismo hay que hacer en 
los delitos, diríamos, pequenitos -suponiendo que pue- 
da hablar así- que en los delitos muy graves, y hay que 
aplicar la justicia con las mismas garantías en los proce- 
dimientos en los que se discuten muy pocas pesetas, muy 
poco valor económico, que en los procedimientos en los 
que están en juego unos grandes valores, unos grandes 
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intereses económicos o de otro tipo. Hay que hacer justi- 
cia en todos los casos y hay que dar las mismas garantías 
de que se va a hacer justicia en todos los supuestos. Una 
de dos, señorías, o separan el órgano de instrucción del 
enjuiciamiento en todos los supuestos, incluso en el de 
personas aforadas -y compartiríamos nosotros también 
esa opinión-. o suprimen el apartado 10 del artículo 
238, relativo, repito, a la recusación y la abstención. 

En cuanto a la apelación, ha expuesto S .  S .  unas ideas 
respecto a los órganos cokgiados que no puedo compar- 
tir ni puedo dejar sin contestación. Si los órganos cole- 
giados son sólo una suma de personas, si solamente son 
eso, suprimamos los órganos colegiados, porque estamos 
malgastando el dinero de los contribuyentes. 

Hace una alusión S.  S. al ponente y dice que en el 
órgano judicial en definitiva es el ponente quien decide. 
Esto es una corruptela, o puede serlo, y aquí no estamos 
para legalizar corruptelas, sino precisamente para corre- 
girlas. El ponente propone o redacta la sentencia o reso- 
lución que ha tornado el órgano colegiado. Repito, no 
legalicemos corruptelas, que efectivamente todos conoce- 
mos que existen y que todos criticamos. N o  se puede 
decir que las sentencias las resuelve solamente el ponen- 
te. Corrijamos las corruptelas, que para eso estamos prc- 
cisamente haciendo una nueva ley. 

En cuanto al fuero de los secretarios, que yo no tengo 
inconveniente alguno en que se suprima, pero resulta 
que viene recogido ya en la legislación actual, y una de 
dos, o se deroga o se mantiene en esta Ley, pero lo que no 
se puede hacer es silenciarlo. Si no lo queremos, digá- 
moslo; si lo queremos mantener, no hay por qué supri- 
mirlo, pero, en todo caso, no lo silenciemos. 

En cuanto a la especialización yo no soy completamen- 
te partidario de la misma; soy contrario a que haya espe- 
cialización en civil y en penal, es decir, que un juez se 
especialice sólo en civil y otro sólo en penal, aunque esto 
es materia discutible. En lo contencioso-administrativo y 
en lo social sí, pero es que, primero, hay que saber civil y 
penal. Los derechos civil y penal son la base de la buena 
formación de un jurista. A partir de ahí hagamos tribu- 
nales o jueces especializados en lo contencioso-adminis- 
trativo -es muy Iógic- y en lo social también, pero no 
que un miembro de la carrera judicial quede encastillado 
en el Derecho Penal, como ocurría con los Magistrados 
de las Audiencias, antes de que se les diera competencias 
en materia civil, y otro quede encastillado en Derecho 
Civil.’Eso es un empobrecimiento para estas personas a 
las que confiamos intereses tan fundamentales. 

Esto es todo, señor Presidente. En cuanto a las enmien- 
das transaccionales cuando las conozca podré pronun- 
ciarme sobre ellas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): En su 
momento veremos las transaccionales. Gracias, señor Pi- 
llado. 

Tiene la palabra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputados, señor Navarrete, la redac- 

ción de las enmiendas transaccionales que S .  S .  ha leído 
desde la tribuna, referentes a los artículos 102 y 108, me 
obligan a retirar mis enmiendas a dichos artículos, las 
números 440 y 444, para que se sustancien y tramiten las 
transaccionales de su Grupo Parlamentario. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): No 
conviene que se precipite, señor Trías de Bes, no sea que 
algún Grupo Parlamentario se oponga a la admisión a 
trámite de las transaccionales. Entonces nos quedaría- 
mos sin transaccionales y sin sus enmiendas. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: En el supuesto de 
que ningún Grupo Parlamentario se opusiera, señor Pre- 
sidente, retiraría las citadas enmiendas. Era para contes- 
tar al señor Navarrete en el sentido de que sus dos en- 
miendas transaccionales satisfacen la pretensión de las 
dos enmiendas de este Grupo Parlamentario. 

En cuanto al resto de las enmiendas las mantenemos, 
puesto que no han sido dadas razones convincentes para 
que las retiremos. 

Señor Na’varrete, yo tan sólo quería terminar diciéndo- 
le que nuestro Grupo Parlamentario copia a quien quie- 
re; plagia a quien le place; coincide con quien quiere 
coincidir y,  en todo caso, lo que no hace es cambiar de 
posición en cada trámite parlamentario. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señor Navarrete. 
cias, señor Trías de Bes. 

El señor NAVARRETE MERINO: Con respecto a lo que 
ha manifestado en turno de réplica el representante del 
Grupo Parlamentario Popular, tengo que decir que los 
socialistas sobre legalización de corruptelas procesales 
no sabemos absolutamente nada. En todo caso aquellos 
que en un determinado momento han sostenido la nece- 
sidad de legalizar conductas que iban en contra de la 
inmediación del juez en los actos de procedimientos que 
exige dicha inmediación, pueden saber bastante de esto. 

En todo caso yo he citado la función del magistrado- 
ponente como expresión del respeto que incluso nuestro 
ordenamiento jurídico procesal siente por las actuacio- 
nes individuales de aquellos que ponen los órganos cole- 
giados. No trato de decir que en un órgano colegiado las 
sentencias se redacten, se discutan y se voten por un sólo 
magistrado. Eso lo dice usted, no lo digo yo. Lo que quie- 
ro decirle es que los órganos colegiados tienen su tradi- 
ción, obedecen a determinadas necesidades jurídicas, co- 
mo los órganos individuales tienen su tradición y obede- 
cen a determinadas necesidades jurídicas, entre ellas la 
de fallar los recursos. 

Con respecto al señor Trias de Bes le agradezco la in- 
tención de retirar sus enmiendas. Nos hemos esforzado 
en dar satisfacción a sus pretensiones. 

Naturalmente ustedes tienen el derecho de copiar 
aquello que consideren que es bueno de lo realizado por 
los demás. Yo siento un gran y profundo respeto por la 
propiedad intelectual y entre las funciones de la misma 
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está la atribución de aquello que dice el refrán que de 
sabios es mudar de opinión. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Vamos a efectuar las votaciones. 
Doy lectura a las enmiendas transaccionales del Grupo 

Parlamentario Socialista. 
La referida al artículo 102 dice así: (< 1.  En cada provin- 

cia, con jurisdicción en toda ella y sede en su capital, 
habrá uno o más Juzgados de lo Social. También podrán 
establecerse en poblaciones distintas de la capital de 
provincia cuando las necesidades del servicio o la proxi- 
midad a determinados núcleos de trabajo lo aconsejen, 
delimitándose, en tal caso, el ámbito de su jurisdicción)). 
El resto del artículo 102 seguiría igual. 

La referida al artículo 108 supondría, tras el texto que 
figura en el dictamen, añadir: ((y aquellas otras que, en 
relación con los menores de edad, les atribuyan las 
leyes». 

¿Algún Grupo Parlamentario se opone a la admisión a 
trámite de estas enmiendas? (Pausa.) Así pues, jse reti- 
ran las enmiendas que están afectadas por sendas tran- 
saccionales? (Asentimiento.) 

Uamos a pasar a las votaciones. (El setior Hrcidobro 
Diez pide la palabra.) 

Señor Huidobro. 

cias, señor Navarrete. 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Señor Presidente, para pe- 
dir votación separada para los artículos 88 y 89, en el 
Capítulo V. Artículos 93, 102, 104, 105, 105 bis, 106, 107 y 
109, en un bloque, del Capítulo Vi. Y artículos 97, lo@, 
101, 103 y 108, también del Capítulo VI. 

Nada más, muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): i En 
tres bloques, pues, las votaciones? 

El señor HUIDOBRO DIEZ: Sí, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Señor Zubía. 
chas gracias. (El senor Zubía pide la palabra.) 

El señor ZUBIA ATXAERANDIO: Señor Presidente, pa- 
ra pedir votación separada de los artículos 96, 97 y 100. 
Si no he entendido mal, también la pedía el Grupo Parla- 
mentario Popular, pero nosotros querríamos que fuese 
separadamente del bloque que ellos pretenden. Juntos 
entre sí pero separados del resto de las del Grupo Popu- 
lar. Artículos 97 y 100 y el 96, por otra parte. (El sefior 
Trías de Bes pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Señor Trías de Bes. 
chas gracias. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
para pedir votación separada de los artículos 103 y 107. 

EL señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): j Se- 
parados entre si o conjuntamente? 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Conjuntamente, 
señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Va- 
mos a votar, en primer lugar, las enmiendas del Grupo 
Parlamentario Popular a los capítulos V y VI. 

Comienza la votación. (Paicsu.l 

Efectuada la votación, dio el siguienie resrtltudo: Voios 
emitidos, 226; u favor, 63; er? contru, 161; uhstericiones, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Quc- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular a los capítulos V y VI.  

Vamos a votar a continuación las enmiendas dcl Grupo 
Parlamentario Vasco (PNV). 

Comienza la votación. (Purtsu.) 

Efectuada 1u votución, dio el siguiente resultudo: Voios 
emitidos, 227; u favor, 23; en contru, 157; ubsteticiones, 47, 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlameritario 
Vasco (PNV). 

Votamos las enmiendas del Grupo Parlamcntario Mi- 
noría Catalana, a los capítulos V y Vi. 

Cornicnza la votación. (Pausu.) 

Efictuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 226; a fuvor. 65; eri contra. 155; abstenciones. 
seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Minoría Catalana a los capítulos V y VI.  

Señor Bandrés, jmantiene una enmienda viva al artí- 
culo 97? 

El señor BANDRES MOLET: Si. señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Tores Boursault): Vota- 
mos la enmienda número 15, al artículo 97, del Grupo 
Parlamentario Mixto,  suscrita por el señor Bandrks. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 227; a favor, 22; en contra, 199; abstenciones, 
seis. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da rechazada la enmienda número 15. del señor Bandrks, 
la1 artículo 97. 
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Votamos a continuación los artículos 88 y 89, conforme 

Comienza la votación. (Pausa.) 
al dictamen de la Comisión. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 227; a favor, 219; en contra, cuatro; abstencio- 
nes, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 88 y 89, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos seguidamente los artículos 90 y 109, confor- 
me al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 226; a favor, 181; en contra, 43; abstenciones, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 90 y 109, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Seguidamente, vamos a votar los artículos 91 y 92, 
conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 227; a favor, 180; en contra, 45; abstenciones, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 91 y 92, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos los artículos 93, 102, 104, 105, 105 bis, 106 y 
109. conforme al dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación. dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 229; a favor, 225; en contra, dos; abstenciones, 
dos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 93, 103, 104, 105, 105 bis, 
106 y 109, conforme al dictamen de la Comisión. 

Votamos a continuación el artículo 103, conforme al 
dictamen de la Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 226; a favor, 182; en contra, cuatro; abstencio- 
nes, 40. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobado el artículo 103, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Seguidamente votamos los artículos 97 y 100, también 

Comienza la votación. (Pausa.) 
conforme al dictamen de la Comisión. 

Efectuada la votacibn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 226; a favor, 180; en contra, cinco; abstenciones, 
41. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): Que- 
dan aprobados los artículos 97 y 100, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos el artículo 107, conforme al dictamen de la 
Comisión. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 226; a favor, 21 7 ;  en contra, seis; abstenciones, 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobado el artículo 107, conforme al dictamen de la 
Comisión. 
A continuación, votamos los artículos 101 y 108, con- 

forme al dictamen de la Comisión. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos. 226; a favor, 183; en contra, dos; abstenciones, 
41. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 101 y 108, conforme al dicta- 
men de la Comisión. 

Votamos, a continuación, la enmienda transaccional 
del Grupo Parlamentario Socialista al artículo 102, que 
es de sustitución de su número 1,  y el resto de dicho 
artículo 102. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 226; a favor, 221; en contra, dos; abstenciones, 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobada la enmienda transaccional del Grupo Parla- 
mentario Socialista referente al número 1 del artículo 
102, así como el resto del artículo conforme al dictamen 
de la Comisi6n. 

Pasamos a votar la enmienda transaccional de adición 
al artículo 102. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votacidn, dio el siguiente resultado: votos 
emitidos, 226; a favor, 184; en contra, dos; abstenciones, 
40. 



- 

CONGRESO 
8861 - 

22 DE MARZO DE 1985.-NÚM. 192 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Borsault): Queda 
aprobada la enmienda transaccional del Grupo Parla- 
mentario Socialista de adición al artículo 102. 

Votamos, por último, los artículos 94, 95, 96, 98 y 99, 
que no tienen enmiendas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación dio el siguieizte resultado: votos 
emitidos, 229; a favor, 184; en contra, 42; abstenciones, 
tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobados los artículos 94, 95, 96, 98 y 99, conforme 
al dictamen de la Comisión. 

El Pleno se reanudará el día 26 de marzo, martes, a las 
cuatro de la tarde. Se levanta la sesión. 

Era la una v veinte minutos de la tarde. 
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